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INTRODUCCION
La Contraloría de Bogotá D.C. en cumplimiento de su función legal y constitucional y conforme a lo establecido en el Plan de Auditoria Distrital -PAD 2005, Fase I y con fundamento en los parámetros aprobados en el Memorando de Planeación, desarrolló Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la Curaduría Urbana No.1, por la vigencia fiscal 2004. El proceso se realizó sobre los componentes principales definidos en el Memorando de Planeación:

1.  Financiero - Contable


Con base en las exigencias de la Resolución No. 32/04, el alcance de este componente se limitó a establecer la razonabilidad de ingresos por expensas así como la de los Costos y Gastos Operacionales de la Curaduría No.1.


En el desarrollo del ejercicio auditor se obtuvo evidencia suficiente y competente de auditoría, que se encuentra registrada en los papeles de trabajo y que incluyó evaluación a los Sistemas de Control Interno y Contable, así como la documentación soporte de los registros seleccionados en la muestra, los cuales fueron examinados en la fuente.
2.  Legal


Respecto del entorno normativo, reglamentación, funcionamiento, responsabilidades, control, vigilancia, etc., de las Curadurías Urbanas, se Incluirá en el informe final un cuestionamiento a los vacíos y problemática observados en el proceso de auditoría, por haberse considerado la creación del ente del Curador Urbano, como un instrumento solución para eliminar la tramitología y corrupción que se percibía en el proceso de licenciamiento en los Organismos de Planeación Municipales. 


De la misma manera, se hace un breve análisis sobre el contenido del Decreto Nacional 1600 de mayo 20 de 2005, el cual modifica parcialmente el Decreto 1052 de 1998, hecho posterior a este ejercicio auditor, pero que produce efectos tanto sobre el sujeto de control “Curador Urbano”, como sobre las demás instancias que tienen injerencia en el proceso de desarrollo Urbanístico y de Construcción en Colombia.        

3. Gestión y Resultados


La evaluación de la gestión y resultados, se realizó sobre la base de constatar la conformidad normativa de las licencias de urbanismo y de construcción que dieron lugar a su expedición por parte del Curador; evaluación del procedimiento de expedición de licencias establecido en las curadurías mediante Norma ICONTEC 5154; conformación de los expedientes, organización, custodia y transferencia al archivo Central del Departamento Administrativo de Planeación Distrital  -DAPD-; evaluación de una muestra de expedientes con el fin de establecer el cumplimiento de las formalidades y requisitos legales para la expedición de la respectiva licencia.


Parte importante del examen a la Gestión, correspondió a la determinación de licencias a predios ubicados dentro de la Estructura Ecológica Principal y confrontarlas contra la normatividad aplicable, en aras a contribuir con la salvaguarda de dicho Patrimonio Capitalino.   



De otra parte, para los casos que presuntamente no cumplen con la totalidad de las formalidades y requisitos, se amplió la evaluación o examen de los mismos, mediante visitas de campo a los predios objeto de la licencia.


Respecto del tributo de delineación urbana, con base en la muestra examinada se efectuó análisis para determinar el nivel de elusión y evasión por parte de los usuarios.

Lo anterior se realizó con base en la información de la rendición de la cuenta enviada por la Curaduría No.1 en cumplimiento de la Resolución 032/04:

1. Relación de licencias expedidas durante el periodo.

2. Relación de otros tramites autorizados, señalando para cada caso, el tipo de trámite y las expensas recibidas

3. Informe sobre los contratos suscritos que tengan relación con los requisitos para el cumplimiento de la Función Pública.

4. Relación de peticiones, quejas y reclamos (PQR) recepcionados

5. Estados Financieros al cierre del semestre respectivo, que evidencien el registro contable de los ingresos por todo concepto, provenientes de la Función Pública. 
Adicionalmente, con la información obtenida en la fuente sobre soportes de las Licencias, los cuales fueron analizados de acuerdo con la muestra de auditoría, así como del análisis de los Estados Financieros de aceptación general y sus registros contables puestos a disposición del Equipo Auditor por parte del señor Curador No.1

Verificación de expedientes de las Licencias en el Archivo Central del Departamento Administrativo de Planeación Distrital -DAPD- y su posterior constatación mediante visitas de campo a los predios seleccionados.     

Del análisis normativo legal al desarrollo urbanístico de Bogotá D.C. se advierte claramente la actuación de varias Autoridades y Entes del orden Nacional, Departamental y Distrital, por lo que el informe producto de la presente auditoría será remitido a cada una de ellas para lo de su competencia. Se precisa que por procedimiento interno del Órgano de Control, se dará traslado a la Dirección Sectorial correspondiente, para las evaluaciones e indagaciones a que haya lugar por otros sujetos de control involucrados.       

En este orden de ideas, el Informe final contiene adicionalmente un Capítulo denominado “Análisis Global del Entorno del Sujeto de Control” que trata del Desarrollo Urbanístico y Ambiental del Distrito Capital, las diferentes instancias y entes involucrados en el proceso, las responsabilidades propias asignadas legalmente a cada uno y las incidencias e implicaciones por acciones, omisiones o negligencia en el desempeño de sus funciones propias.

1. ANÁLISIS GLOBAL DEL SUJETO DE CONTROL

Este capitulo no tiene propósito distinto a presentar en forma sucinta unos comentarios,  sobre el entorno que rodea la decisiones de los curadores. Esto es, si bien es cierto que la auditoria se práctico a la Curaduría Urbana N.1, no es menos cierto que la normatividad  que regula  el desarrollo urbano de la ciudad, compromete a entidades como el Departamento de Planeación Distrital; las Alcaldías Locales; y por supuesto al  Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 

Es decir la  gestión de las curadurías, no puede ser analizado dejando de lado las responsabilidades de otras entidades públicas, sin las cuales el tema del desarrollo urbano no puede entenderse. 

Desde luego que el  acercamiento a  las entidades distintas a las curadurías, es solo tangencial, y únicamente recibirán comentarios sobre los puntos donde se encuentren con las curadurías. Con esta forma de abordar el tema, se quiere resaltar que, el tema del desarrollo urbano de Bogotá, compromete más de un actor administrativo de la ciudad. 

1.1 GENERALIDADES

El país está pendiente del tema de las Curadurías Urbanas, particularmente por las denuncias hechas en la capital. Le corresponde a la Contraloría de Bogotá, quien está liderando el control a estos Entes, referirse al  tema de manera  integral, esperando que las instancias competentes, tomen medidas que favorezcan los intereses colectivos.   
La figura del Curador Urbano nace en medio de  una atmósfera generalizada de rechazo a la tramitomanía, ineficiencia y corrupción del sector público y de los particulares que la estimulan. Sin embargo, esa  percepción que se fundamenta en el paradigma que lo privado si funciona bien, queda en entredicho cuando se advierten las inconsistencias atribuidas a este nuevo Sujeto de Control , el cual tiene trascendental incidencia en el desarrollo urbano, ambiental, y en la calidad de vida de los habitantes de la ciudad. 

Los principales cuestionamientos que se realizan pueden resumirse en:

· Las garantías que el Decreto 1052 de 1998 confiere a los ciudadanos, son birladas por atajos que concibieron algunos constructores y curadores. Así por ejemplo, al poco tiempo que la norma otorga para indagar, constituirse en parte en el trámite para otorgar una licencia y oponerse a la  ejecución de una obra que eventualmente afecte otros intereses públicos o privados, se suman las vallas informativas sin los requisitos mínimos, colocadas en sitios escondidos, con datos erróneos o que inducen al error; direcciones de vecinos, prerrequisito para notificación, intencionalmente cambiadas, etc. Olvidando de hecho, que la legitimidad del ordenamiento urbano de la ciudad es directamente proporcional al nivel de participación y concertación con los ciudadanos. 
· La lentitud del Departamento Administrativo de Planeación Distrital -DAPD- para expedir la reglamentación de las UPZ’s, es utilizada para obtener licencias de urbanismo y construcción, con las normas del Acuerdo 6 de 1990;  en este sentido son muchas las solicitudes que se presentan en forma incompleta, buscando con ello prorrogar condiciones particulares de dicha norma, así no se esté en condiciones de iniciar obra alguna. 
· El requisito final para expedir una licencia de construcción es, anexar el recibo de pago del impuesto de delineación urbana. En no pocas ocasiones quien solicita la licencia, liquida y paga el impuesto con base en áreas menores a las que contempla la respectiva licencia de construcción. Por esta vía las arcas del Distrito han dejado de percibir cifras millonarias, sin que los curadores se preocupen por notificar a la Secretaría de Hacienda de esta situación.    

· El archivo y manejo de los expedientes, luego de expedida la licencia, está asignado al DAPD. El Decreto 1052, exonera de cualquier costo a los curadores urbanos, quines no pagan  ningún valor por las instalaciones o los operadores del archivo. Es decir, el Estado se queda con la gestión y los curadores con la plata.  

· Los desarrollos urbanos ilegales siguen su curso, sin que las alcaldías locales dispongan las medidas de policía que la Ley les faculta. Pueden nombrarse como ejemplo, las construcciones dentro del humedal de Techo, en la reserva forestal de cerros orientales, en la Conejera  o el parque Entre Nubes.   

· Junto a esta serie de anomalías, de público conocimiento desde mucho tiempo  atrás, lo que más preocupa es la lentitud del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y de la Alcaldía de Bogota, para tomar los correctivos necesarios, así fuesen de carácter transitorio, mientras se aprueba la prometida Ley  que encauce correctamente el tema del desarrollo Urbano.  
1.2 DESARROLLO URBANÍSTICO Y AMBIENTAL DEL DISTRITO CAPITAL

Históricamente Bogotá ha tenido un desarrollo urbanístico progresivo y constante, sin embargo, éste no ha tenido el orden y la planificación que hubiera permitido mayor equidad en el uso del suelo y un mejor aprovechamiento de sus recursos con el fin de elevar el nivel y la calidad de vida de sus habitantes.

El cambio más importante en la legislación urbana, se introdujo  con la Ley 388 de 1997
, mediante la cuál se determinaron principios e instrumentos sobre la planeación y el desarrollo urbanístico.

Con la implementación del Plan de Ordenamiento Territorial -POT
 en Bogotá, se instauró la planeación espacial de corto, mediano y largo plazo integrándola con los mecanismos de gestión económica urbana, que posibilitó el objetivo de una ciudad más integrada, funcional, competitiva, equitativa y productiva, rompiendo el concepto de una planeación exclusivamente física
Sin embargo, muy a pesar de lo anterior, los instrumentos que permiten desarrollar la nueva política urbana de la ciudad, al igual que la normatividad anterior al POT, sigue siendo muy difusa y de difícil manejo, en parte debido a la planeación al servicio de los intereses particulares, que incluso se favorecía la ilegalidad.

Adicionalmente, los Curadores Urbanos encargados de darle vida a la norma urbanística, en algunos casos, cegados por su afán mercantilista, y aupados por la norma que los regulan, han perdido el horizonte inicial que motivo su creación, y en algunos aspectos han propiciado un retroceso al pasado.  
Simultáneamente la lenta reglamentación de las Unidades de Planeamiento Zonal –UPZ-, tanto de Tratamiento de Consolidación como de Mejoramiento Integral, ha  a que algunos los Curadores Urbanos, interpreten las normas en concordancia con los constructores, abusando de la transición y buscando esguinces a la Ley.

No obstante a partir de la vigencia 2003 para las reglamentaciones futuras se adopta una nueva metodología que pretende una articulación efectiva entre la norma urbanística con el planeamiento zonal Este proceso además ha conllevado a la elaboración de modelos normativos y en general, a la definición de políticas y estrategias que enmarquen la norma urbanística y los instrumentos de gestión a adoptar, en el decreto reglamentario de cada UPZ, cuya norma urbanística común para su reglamentación, se adopto mediante el Decreto 159 de 2004
.

En este punto hay que advertir que para los Planes Parciales y Zonales, es fundamental implementar como instrumento de gestión el reparto equitativo de cargas y beneficios, “(…) a pesar de la continua separación que los técnicos y las administraciones locales hacen de la planificación y de la gestión como uno de los ejes centrales de la problemática del desarrollo urbano en Colombia; se insiste en ver los posibles sistemas de gestión como herramientas aparte de los planes, que son posibles de diseñar y aplicar después de pensada la planificación, como un problema práctico, siendo que es precisamente desde los planes que se deben consignar y diseñar los instrumentos de gestión, no enunciándolos sino incorporándolos a la planificación misma para crear un solo sistema único (…)”.
 

Con la promulgación de la Ley 388 de 1997, se busco modernizar nuestros sistemas de planificación y gestión urbanas, determinando la urgencia de desarrollar una aplicación real del reparto, es decir, hacer posible que las ciudades se construyan a partir de una verdadero aporte compartido entre el sector público y el sector privado que se beneficia de la actividad urbanizadora, es así, como se estableció que las actuaciones de urbanización, de construcción en suelos urbanos, de expansión urbana, de construcción en tratamientos de renovación urbana y redesarrollo en el suelo urbano; se deben realizar a través de las unidades de actuación urbanísticas
 que garantizar el uso racional del suelo y facilitar la dotación: de infraestructura vial, servicios públicos, y los equipamientos colectivos, mediante el reparto equitativo de las cargas y de los beneficios.

Aquí en este punto es indispensable señalar, en cuanto a la norma referente al manejo de los estacionamientos, definido en el artículo 391 del Decreto 190 de 2004, que no existe un vínculo directo entre los diferentes actores, no es requisito para la expedición de licencia, el pago de estacionamientos efectuado por los particulares cuando este hecho se presente.

Las licencias de urbanismo incluirán los compromisos resultantes del reparto de cargas, según conste en los documentos que deberá suscribir el solicitante con las empresas de servicios públicos domiciliarios, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP y con el Instituto de Desarrollo Urbano –IDU, señalando en forma clara, expresa y exigible la forma de cumplimiento de las obligaciones  de construcción de las obras derivadas del reparto de cargas de manera tal que presten mérito ejecutivo, según lo definido en el Plan Parcial
. 
Aunque existen las normas que regulan y reglamentan el cobro de la contribución de plusvalía, es indispensable la acción urbanística
, éstas deben ser tenidas en cuenta, sea en conjunto o cada una por separado para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción o desarrollo, cuando fuere el caso, es decir la reglamentación de las UPZ y de otros instrumentos de planeamiento y gestión, como herramienta técnica que permita realizar el comparativo entre la norma urbanística anterior, esto es el Acuerdo 6 de 1990 y la nueva, que es efectivamente el hecho generador de la plusvalía.

En cumplimiento del Acuerdo 118 de 2003
, el DAPD adoptó mediante la expedición de resoluciones
, por medio de las cuales se liquidó el efecto plusvalía en aproximadamente 5500 inmuebles, localizados en las zonas objeto de dicha participación, correspondientes a las 17 UPZ reglamentadas a 2003, determinando el monto de la participación en plusvalía por metro cuadrado; el 30% si la participación es declarada y pagada en el año 2004, el 40% si es declarada y pagada en el año 2005 y el 50% a partir del año 2006, tarifas adoptadas por el Concejo Distrital. Los avalúos y cálculo del efecto plusvalía, fueron realizados por el DACD.

Durante la ejecución de las obras de construcción y/o urbanismo, con el fin de asegurar el cumplimiento de lo establecido en las licencias de urbanismo y construcción y de las demás normas y especificaciones técnicas contenidas, al igual que de los procesos urbanísticos que contravengan los planes de ordenamiento territorial o sus normas urbanísticas, es potestad de los alcaldes municipales y distritales la vigilancia, control y la imposición de las sanciones urbanísticas a los responsables
.

En el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto Orgánico
, está atribución se otorgó a las alcaldías locales que les corresponde: hacer cumplir las decisiones de las autoridades distritales; vigilar el cumplimiento de las normas vigentes sobre desarrollo urbano, uso del suelo y reforma urbana; dictar los actos y ejecutar las operaciones necesarias para la protección, recuperación y conservación del espacio público, el patrimonio cultural, arquitectónico e histórico, los monumentos de la localidad, los recursos naturales y el ambiente; conocer de los procesos relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo e imponer las sanciones correspondientes; vigilar y controlar, la construcción de obras.

Esta situación, aunada a la insuficiencia operativa del DAPD, conlleva a que las metas fijadas anualmente se vayan desplazando en el tiempo y se determine por una parte, desarticulación entre la instancia Distrital y la local en cuanto al seguimiento y control del POT y de otra, el no aprovechamiento real de las ventajas que deberían presentar las localidades por contar con una estructura administrativa que facilitaría además los procesos participativos. 
Por eso se reitera que lo ideal es fortalecer la instancia local mediante el desarrollo e implementación de actos administrativos, en los que se les de mayor papel protagónico en los temas de planeación, seguimiento, evaluación y control social del POT, así como el mejoramiento de la capacidad institucional de las alcaldías locales para la gestión, ejecución, control y evaluación de las normas e instrumentos de planificación urbana en el ámbito de su jurisdicción.

Por otra parte la embestida actual en contra de la Ley 388 de 1997 y de los instrumentos que la desarrollan, es bastante fuerte debido en general a la resistencia cultural a la concertación y al reparto de cargas y de beneficios, a pesar del aún incipiente desarrollo de sus instrumentos, por acción: 

· De los gremios de la construcción, por la merma de sus potenciales beneficios en razón de las nuevas obligaciones;

· De propietarios de tierras que se resienten de la planificación porque al margen de las posibilidades de urbanizar quieren elevar sus rentas y sienten temor por la participación en plusvalías;  

· Del mal uso de la política que en aras de sus actuaciones promueve el uso indebido del suelo con desarrollos urbanos formales e informales, manipulando a su acomodo las normas urbanísticas; de los promotores y gestores inmobiliarios que ven afectadas sus ganancias ya que la planificación anterior les dejaba manipular e influenciar sobre la oferta de tierra sin mayores inversiones;  

De algunas actuaciones de los curadores urbanos que se han convertido en simples tramitadores de licencias, muchas veces distantes de las actuaciones y acciones urbanísticas previstas en el POT y reglamentadas por el DAPD.

Es igualmente necesario que el DAPD, involucre al grueso de la comunidad en la implementación de los diferentes instrumentos de gestión del suelo, tal como se está efectuando para los Planes Parciales con procesos reales de concertación, en garantía de que la norma no sea vista como una imposición arbitraria para la comunidad, sino que ella se apropie y conozca los instrumentos de gestión locales y zonales, con el fin de hacer una ciudad más integrada y respetuosa del desarrollo urbanístico con primacía del bienestar común, conciencia del valor de lo público y aumento de la calidad del entorno. 

1.3 LA PARTICIPACION Y CONTROL EN LA PLANEACION DE LA CIUDAD

Para la Contraloría de Bogotá, es importante  llamar la atención sobre los instrumento de participación que en el ordenamiento territorial  y de gestión del suelo, que creo la Ley 388, pues  representa un avance tanto de descentralización de la gestión del territorio, como en la participación comunitaria en los procesos de construcción de las ciudades acentuando  allí la premisa de que la propiedad no es un derecho absoluto, y estableciendo en términos concretos la distinción entre el concepto privado de la propiedad y el derecho público de urbanizar y construir.

El nuevo sistema jurídico  - urbanístico, abre espacios institucionales con figuras como el Plan de Ordenamiento Territorial, los Planes Parciales, el Reparto de Cargas y Beneficios, la Plusvalía, la Construcción y Desarrollo Prioritario, la Renovación Urbana, los Bancos Inmobiliarios, la Expropiación Judicial y Administrativa, entre otras, constituyen un avance del derecho urbano.

Igualmente, el artículo 2º de la Ley 507 de 1999 señala que los Concejos Municipales o Distritales  celebrarán obligatoriamente un cabildo abierto previo al estudio y análisis de los Planes de Ordenamiento Territorial, sin perjuicio de los demás instrumentos de participación.

Estas normas constituyen el marco y la base jurídica para la construcción de un nuevo paradigma urbanístico, a través del cual puedan superarse las lógicas individuales que pregona y defiende el liberalismo económico, para adentrarse en una práctica urbanística que conlleve una alta responsabilidad en la definición y consecución de objetivos colectivos en la construcción de espacios a la sociedad cada vez más dignos.

Al respecto, la Administración Distrital ha adoptado metodologías propias para la conformación de las Unidades de Planeamiento Zonal UPZ, de los Planes Zonales y los Planes Parciales con la notificación a vecinos, sin embargo debe recordarse que el desarrollo normativo, por si mismo no legitima las actuaciones de la administración, sino que también depende también del nivel de participación y concertación que se logre con los ciudadanos. 
A pesar de lo anterior, este Organismo de Control ha constatado que la inconformidad de la comunidad afectada con licencias expedidas por los curadores urbanos viene induciendo a recurrir a diversas acciones para proteger sus derechos, como tutelas, acciones populares, acciones de cumplimiento y demandas ante lo Contencioso Administrativo, resoluciones de las diversas acciones que mostrarán qué fallas son imputables a los curadores urbanos, al POT y a las diferentes instancias urbanas.
La Ley 388 de 1997 determina que el ordenamiento territorial constituye una función pública, fundamentada en unos principios claros de carácter constitucional: Función social y ecológica de la propiedad, prevalencia del interés general sobre el particular y distribución equitativa de cargas y beneficios.

La actividad del curador urbano, de verificar el cumplimiento de las normas urbanas, es claramente de interés general, por cuanto establece una presunción de legalidad a las actuaciones urbanísticas, que no puede concebirse sino como una emanación del poder soberano del Estado.

Esta función es en principio estatal, ya que el curador urbano puede otorgar licencias de urbanismo y de construcción, únicamente porque ha sido investido por el Estado de la autoridad para desarrollar esa función, en razón de lo cual las decisiones que profieran y las actuaciones que realicen, son controvertibles ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo (numeral 6, Art. 99, Ley 388 de 1997).

El curador da fe acerca del cumplimiento de las normas urbanas aplicables en cada caso particular. Por lo tanto, en el cumplimiento de sus funciones, a los curadores los asiste el carácter de autoridad, conforme al Código Contencioso Administrativo.

Ciertamente, la ley ha atribuido a los particulares la prestación de la función en estudio, al igual que ha establecido los correspondientes controles disciplinarios y administrativos para garantizar el cumplimiento idóneo de la función delegada.

Lo anterior, habida cuenta que el curador urbano o la autoridad competente para estudiar, tramitar y expedir las licencias, tiene una responsabilidad administrativa que se extiende más allá de los límites impuestos a los particulares que no prestan servicio alguno. 
De otra parte, la Ley 810 de 2003 de manera exhaustiva se ocupa del tema de las infracciones urbanísticas y en el Artículo 1º, señala que se considera infracción urbanística, toda actuación de construcción, ampliación, modificación, adecuación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación, que contravenga los planes de ordenamiento territorial y las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan incluyendo los planes parciales; conductas que dan lugar a la imposición de sanciones urbanísticas a los responsables, incluyendo la demolición de obras, según sea el caso, sin perjuicio de la eventual responsabilidad civil y penal de los infractores.

De esta forma la infracción puede producirse tanto en el otorgamiento de la licencia como por el hecho de actuar sin licencia, o no atenerse estrictamente a lo aprobado en la licencia. Las licencias se legitiman en la mediada en que no estén viciadas por su inconformidad con el Plan de Ordenamiento Territorial, siendo pertinente exaltar que tiene el carácter de grave toda infracción urbanística que genere impactos ambientales no mitigables o el deterioro irreparable de los recursos naturales.  
No obstante, este Organismo de Control en desarrollo de los diferentes procesos auditores llevados a cabo sobre el asunto o materia, ha evidenciado la existencia de una  indisciplina generalizada a causa de la laxitud del control urbano que ejerce la Administración Distrital, para impedir el crecimiento de la ciudad al margen de la normatividad urbana. 
No es suficiente concertar el Plan de Ordenamiento Territorial de acuerdo con la realidad urbana de la ciudad, simplificar normas, agilizar trámites, establecer un sistema riguroso de sanciones que disuada a los constructores ilegales y demás infractores de las mismas, se hace necesario adoptar soluciones inmediatas ligadas a la reorganización de las localidades que atiendan la efectividad del control urbano, con la inclusión de campañas institucionales tendientes a poner fin a la construcción del parque inmobiliario al margen de la reglamentación. 
No es posible ejercer la competencia en materia de vigilancia y control durante la ejecución de las obras, hoy asignada de manera directa o por conducto de sus agentes al Alcalde Distrital
 ,  si no se atienden las causas de la debilidad de la estructura administrativa en lo referente a recursos financieros, administrativos, logísticos, estratégicos, toda vez que los Despachos que en la práctica ejercen el control urbano no cuentan con el personal suficiente e idóneo para garantizar la efectividad del mismo; no disponen de sistemas de información cartográfica y de licencias actualizadas: no se da la  articulación adecuada entre las dependencias a quienes corresponde la disciplina urbana. 

Ejercer de manera efectiva el Control Urbano, garantiza que no se siga polarizando la ciudad formal con la ciudad informal, en razón a las construcciones existentes en la ilegalidad, como tampoco se continúe desagregando socio espacialmente a la población, dado que tal hecho obstaculiza el equilibrio urbano y social de la ciudad.

Las irregularidades detectadas en relación con su ejercicio condujeron recientemente a esta Contraloría a formular al señor Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., los Controles Fiscales de Advertencia  Nos. 37000-023013, 37000-7100 y 37000-3439 del 18 de Noviembre de 2004, 30 de marzo y 15 de abril, respectivamente, toda vez que la norma urbanística es inobservada por parte del constructor profesional, de los pequeños propietarios de inmuebles y por los mismos particulares a quienes el Estado les delegó la función pública de operar la norma urbanística.

Se considera pertinente que la Administración Distrital adelante las acciones tendientes a fortalecer y hacer efectivo el control urbano deferido por la Ley,  a particulares que cumplen la función pública,  quienes perciben altos ingresos, mientras  la Administración Distrital de conformidad con lo previsto en el Artículo 9º de la Ley 810 de 2003
 se quedó únicamente con la obligación de responder por la vigilancia y control  del cumplimiento de las normas urbanísticas. 

También debe decirse que la omisión en que puede incurrir la Administración por el no ejercicio de la competencia asignada mediante la precitada norma, no es posible ser saneada con la delegación que hace la Alcaldía Mayor al Director del Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA, para que presida la Comisión de Veeduría, puesto que éstas no tienen herramientas para velar por el buen desempeño de aquellas en los aspectos técnicos, profesionales y éticos y tan sólo se limitan a acopiar información para remitirla después de largas discusiones a otras entidades para lo de su competencia. 

En efecto, son varios los controles previstos en la Ley en materia urbana, al igual que en relación con quienes en la actualidad operan la norma urbanística, a pesar de lo cual son distintas las reservas y objeciones que la ciudadanía tiene tanto al control urbano que hoy ejerce la Administración, como a la figura del curador urbano. Por ende, considera este Ente de Control que mientras no se hagan los ajustes normativos del caso a la figura, no es conveniente permitir que las responsabilidades en materia de control a la ciudadanía en general y a los curadores se diluyan, a causa de falta de una efectiva coordinación de los organismos del Estado para vigilar sus actuaciones.               

1.4 MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO URBANO

Como se viene comentando, existe descoordinación entre las entidades involucradas en el proceso del desarrollo urbano, razón por la que también se imputa responsabilidad a las autoridades ambientales en lo pertinente a su resorte y competencia misional y legal. El desarrollo urbano considerado en forma integral no puede abstraer ninguno de sus componentes, de los cuales el más valioso quizá, es el Medio-Ambiental, el cual se enmarca dentro del concepto que se amplia a continuación.   

La noción de estructura ecológica principal es una categoría que puede ser inscrita como urbanismo ecológico
, que surge del encuentro entre prácticas científicas y prácticas de ordenamiento y que viene a enriquecer y a complementar el concepto de áreas protegidas.

El urbanismo ecológico controvierte las herramientas convencionales del urbanismo, incorporando nociones de capacidad de carga y de soporte de un territorio, riesgo, límite ecológico, interacciones, procesos, etc. En este contexto es que se ubica la utilización del concepto de estructura ecológica principal, de la cual el suelo de protección es solamente su expresión jurídica, por lo demás parcial y restringida.

La Ley 388 de 1997 utilizó dos nociones en relación con este tema (1) Áreas de reserva y mediadas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y defensa del paisaje, que hacen parte del contenido estructural del POT  (Art. 12 ) y (2) suelo de protección: constituido por las zonas y áreas de terrenos localizados dentro de cualquiera de las clases de suelo (urbano, suburbano, o rural) que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenazas de riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.

En consecuencia, desde la perspectiva de la ley se trataría de suelo que no es posible urbanizar, debido a 1) sus características geográficas, 2) sus valores ambientales o paisajísticos, 3) su carácter se zona de riesgo no mitigable y 4) suelo que hace parte de las zonas de utilidad publica para la provisión de servicios públicos domiciliarios, ya sea para la protección y conservación de las fuentes de agua o para la localización de infraestructuras.

Thomas Vander Hammen indica que “La estructura ecológica regional se basa en la ecología, la geomorfología e hidrografía del área y en la vegetación original o lo que queda de ella. Esta vegetación contiene y conserva la diversidad”.
  Igualmente Vander Hammen plantea en el mismo artículo la necesidad de considerar la problemática ambiental en una forma holística, de manera tal que  la estructura ecológica estaría conformada por el geosistema que comprende el subsuelo y los procesos ecológicos, el pedosistema, que hace referencia a la relación entre  suelo y clima, y el biosistema que incluye la totalidad de la flora y  la fauna y los procesos biológicos. Así introduce la noción de sistema, que a nuestro modo de ver es más dinámico e integral que el de estructura.

Alfonso Pérez Preciado en “Bogotá y Cundinamarca. Expansión urbana y sostenible” relaciona el concepto de estructura ecológica con el de ecosistema, incorporando las dos nociones centrales de la ecología: el biotopo y la biocenosis, que de todas maneras coinciden con las planteadas por Vander Hammen.

El biotopo es el medio de vida de un grupo vegetal, animal  o humano, de donde deriva su subsistencia, que comprende las instancias geológicas, geográficas, físicas, climatológicas y biocenosis es la asociación o preagrupación en un territorio de todos los seres vivientes o especies (unicelulares, bacterias, vegetales, animales, el hombre) que viven de él  y que están vinculados por relaciones que no son siempre explicitas.

Esta disensión de la noción de estructura ecológica aparentemente técnica remite a otros puntos de discusión que son la base de las definiciones de orientaciones de política: de una parte, la superación de la idea de que la ciudad es un ecosistema
, lo que puede implicar considerarla como un sistema cerrado, que no debería preocuparse por las interacciones con su entorno regional  y con el medio natural que le sirve de sustento. Hoy ampliamente admitido por la comunidad científica que los hombres hacen parte integrante de los ecosistemas y que casi la totalidad de los ecosistemas existentes son incididos por las actividades humanas.

En consecuencia el ambiente no es un elemento más de calidad de vida, sino su  propio soporte, tal como lo plantean entre otros, los estudios del Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad Nacional  realizados para el Ministerio del Medio Ambiente, sobre políticas ambientales urbanas y lo que está en juego como decisión política es donde se cierra el ciclo de las múltiples interacciones entre ecosistemas como sustento de vida, lo que puede ir desde considerarlo en su expresión más reducida posible, es decir a los limites del espacio construido hasta incluir las interacciones en su globalidad, cualquiera que sea la extensión que ella imponga, lo que remite a los impactos regionales (en términos de defensa de suelos para la agricultura o de importancia ecológica, de considerar modelos alternativos de expansión de las actividades urbanas y ampliar el marco territorial de la gestión del agua  o de los desechos), nacionales  (como el problema de la contaminación de río Bogotá) e incluso mundiales (como el cambio climático o el efecto invernadero).

El POT define la estructura ecológica principal como: “la red de espacios y corredores que sostienen y conducen la biodiversidad y los procesos ecológicos esenciales a través del territorio, en sus diferentes formas e intensidades de ocupación, dotando al mismo de servicios ambientales para su desarrollo sostenible”.

La Estructura Ecológica Principal tiene como base la estructura ecológica, geomorfológica y biológica original y existente en el territorio. Los cerros, el valle aluvial del río Bogotá y la planicie son parte de esta estructura basal. El conjunto de reservas, parques y restos de la vegetación natural de quebradas y ríos son parte esencial de la Estructura Ecológica Principal deseable y para su realización es esencial la restauración ecológica.

La Estructura Ecológica Principal se estableció atendiendo los siguientes objetivos:
· Asegurar la provisión de espacio para la preservación y restauración de la biodiversidad a nivel de especies, biocenosis, ecosistemas y paisajes.
· Sostener y conducir los procesos ecológicos esenciales, garantizando el mantenimiento de los ecosistemas, la conectividad ecológica y la disponibilidad de servicios ambientales en todo el territorio.
· Elevar la calidad ambiental y balancear la oferta ambiental a través del territorio en correspondencia con el poblamiento y la demanda.
· Promover el disfrute público y la defensa colectiva de la oferta ambiental por parte de la ciudadanía.
· Acoger la educación para la convivencia entre los seres humanos y entre éstos y otras formas de vida.
· Incrementar la accesibilidad y equidad de las oportunidades de contacto con la Naturaleza para toda la ciudadanía, como factor esencial para el desarrollo humano integral.
· Integrar la Estructura Ecológica Principal del Distrito a la red de corredores ecológicos regionales, en el marco de la política para el manejo de la Estructura Ecológica Regional, a partir de la armonización de las estrategias de intervención sobre sus diferentes componentes.

1.5 ENTIDADES COMPROMETIDAS

Los cuestionamientos al marco normativo que rige los Curadores Urbanos, es abundante y cobija a la generalidad de las Curadurías, por cuanto los sustentos legales tienen origen en el Gobierno Nacional hasta la Entidades Municipales de Planeación, pasando por Concejos Municipales, Alcaldías, Autoridades Ambientales, Organismos de Control y Vigilancia, entre otros.      

En el proceso de desarrollo urbanístico tiene participación Congreso de la República, Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Concejos Municipales, Alcaldía Mayor y Locales, Tesorería Distrital, Departamento Administrativo de Planeación Distrital -DAPD, u Oficinas Municipales de Planeación, Departamento de Prevención y Atención de Emergencias - DPAE, DAMA, CAR, Procuraduría, Personería, Contraloría, etc.

A lo largo de los años Colombia ha tenido dificultad para el control urbano. El sistema de licenciamiento de la construcción tiene aproximadamente cincuenta años, pero lamentablemente su exigibilidad aun no encuentra un camino apropiado que permita la creación de normatividad coherente y acertada respecto al manejo y preservación de los Recursos Naturales especialmente en el adecuado manejo de aquellos sitios denominados y catalogados como reserva forestal, no es desconocido que se han creado gran cantidad de normas, la proliferación de estas, algunas de ellas en la gran mayoría de casos contradictorias entre si, se han constituido en fuente de malestar y desespero de la ciudadanía en general y desde luego de las autoridades que ven con preocupación el deterioro de la Ciudad.

Si bien, se ha avanzado en la calidad, profundidad y cubrimiento de la normatividad que rige el sector, también es cierto que en la mayoría de los casos la técnica legislativa es pobre generando como resultado que la normatividad se preste para diversidad de interpretaciones de tipo legales.

La problemática tiene su origen básicamente en la calidad de normas, por cuanto la sola idea de que un Plan de Ordenamiento Territorial, sin una reglamentación adicional de manera concreta como resultado de un análisis profundo sobre el tema en comento, es suficiente para establecer las condiciones especificas de desarrollo de la ciudad. De ahí que, los desafueros presentados por el Curador en el ejercicio de sus funciones corroboran y reafirman la necesidad de desarrollar y reglamentar de manera coherente el tema.

1.6 MARCO LEGAL APLICABLE A LAS CURADURIAS URBANAS

La figura del curador urbano surge, a través del Decreto 2150 de 1995 , dentro de la nueva conceptualización sobre la política urbana nacional promovida por el otrora Ministerio de Desarrollo Económico, en donde planteó como acción prioritaria su creación bajo la denominación de Notarios Urbanos y como mecanismo institucional para tramitar y otorgar licencias de urbanismo y construcción.

Con la figura del curador urbano se pretendió liberar a las autoridades municipales de las funciones de trámite, para concentrar su acción de principal de pensar y orientar el desarrollo de la ciudad.

Posteriormente, se expidieron otras normas para reglamentar las expensas y honorarios de los curadores (Decretos 992 y 1753 de 1996). Luego, la Ley de Desarrollo Territorial (388 de 1997) incorpora la figura del curador urbano, la cual es reglamentada mediante los Decretos 2111 de 1997 y 1052 de 1998, fijando disposiciones referentes a licencias de construcción y urbanismo, al ejercicio del cargo de curador y con relación a las sanciones urbanísticas.
Luego la Ley 810 de 2003 modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y recientemente el Decreto 1600 de 2005, se ocupa de reglamentar las disposiciones sobre licencias urbanísticas, del reconocimiento de edificaciones y legalización de asentamientos humanos y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial los artículos 1 al 34, 64, 78, 79 y 82 al 89 del Decreto 1052 de 1998, los artículos 20, 21, 23 y 24 del Decreto 1504 de 1998, el Decreto 796 de 1999 y el Decreto 1379 de 2002.

Es oportuno exaltar que el Decreto 1600 se ocupa de una nueva clase de licencia como lo es la denominada intervención y ocupación del espacio público, prevista en el numeral 5º del Artículo 2º, cuya competencia para su expedición es atribuida de manera exclusiva de las Oficinas de Planeación municipal o distrital o de la dependencia que haga sus veces, de acuerdo con lo establecido en el artículo 27 del Decreto 1504 de 1998 o la norma que lo adicione, modifique o sustituya.       

Este Organismo de Control ha evidenciado que si bien con la entrada en operación de las curadurías urbanas, se logró agilidad el trámite, lo cual ha sido reconocido en oportunidades anteriores, también se conoce que éstas se han constituido en ruedas sueltas con mucho poder que en algunos casos cometen excesos en la aplicación de la norma, toda vez que se abrogan competencias que la Ley no les otorga, como lo es la de interpretación de la norma, facultad que exclusivamente que hasta ahora le corresponde a las autoridades de planeación.

1.6.1 Regulación normativa de los Curadores Urbanos como particulares que ejercen las funciones Públicas delegadas

Para comenzar debe decirse  que según lo dispuesto en el artículo el artículo 210 de la Carta Política, según el cual, “Los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley”. Adicionalmente  dispone que la ley tiene la potestad de regular el ejercicio temporal de funciones públicas por parte de los particulares, para lo cual aplicará el régimen aplicable a éstas. 

Así las cosas los curadores son particulares nombrados en propiedad y por concurso de méritos por el gobierno municipal para períodos de cinco años, que atienden un servicio público permanente, reglamentado por las normas antes citadas.

Se dispone además, que a los curadores se les aplicarán las disposiciones contenidas en el Estatuto de Notariado y Registro, esto es, el Decreto 960 de 1970, para los efectos de vacancia en el cargo, vacaciones y suspensiones temporales y licencias.

Según lo señaló la Corte Constitucional en Sentencia C-181 de 2003 definió que, la circunstancia de que se asigne a los particulares el ejercicio de funciones públicas no modifica su Estatus de particulares ni los convierte por ese hecho en servidores públicos. No obstante, dicha salvedad, el ejercicio de funciones públicas por parte de particulares conlleva un lógico incremento en el nivel de responsabilidades, por lo cual se hacen responsables conforme al artículo 6º de la Constitución Política también por “omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

La falta de subordinación jurídica, se supera por la naturaleza del encargo asignado, de modo que son destinatarios del Código Único Disciplinario (Ley 734 de 2001) las previsiones de la ley disciplinaria le son aplicables a los curadores urbanos, siendo la Entidad competente para el efecto la Procuraduría General de la Nación.

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades está definido en los artículos 44 y 45 del Decreto 1952 de 1998. No obstante, la Ley 810 de 2003 estableció que se deben reglamentar las curadurías por ley, la cual determinará sobre el precitado régimen, además de los impedimentos para el ejercicio del cargo,  que sean aplicables a los curadores como al grupo interdisciplinario de apoyo, lo cual,  a la fecha no ha tenido lugar.

Los curadores son autónomos en el ejercicio de sus funciones y responsables conforme a la ley (art. 35, Decreto 1052 de 1998). Lo anterior, dado que no tienen interferencia ni sujeción jerárquica, de un lado, ni interdependencia burocrática, de otro. Deben responder civil, fiscal, penal y disciplinariamente en razón de su culpa o dolo por sus actos, toda vez que debe entenderse que gozan de una gran autonomía funcional, únicamente en cuanto al nombramiento y a la responsabilidad están sujetos a la municipalidad.

Por la expedición de licencias de urbanismo o de construcción, los usuarios pagan de acuerdo con las tarifas fijadas por el gobierno  nacional, según lo normado en el Decreto 1052 y la Resolución  820de 1998 como retribución a función que aquellos ejercen. Estos recursos tienen una destinación específica, como es la de cubrir la remuneración profesional del curador y costear y mantener el servicio, manejo de tales recursos que la ley a dejado a la discrecionalidad del curador; sistema de expensas en relación con el cual el Organismo de Control tiene serios reparos, a los cuales se hace alusión en el acápite pertinente de este informe, junto con los demás asuntos relativos a la figura objeto de examen.

Lo anterior, no sin antes indicar que las expensas que pagan los usuarios por los trámites ante las curadurías urbanas y como retribución a la función que ejercen, se identifica con la noción de tasa, entendida como la contraprestación que exige el Estado como estipendio de unos servicios, aún en los casos en que no son prestados por éste.

La regulación que tiene el curador urbano informa que al Alcalde Distrital le corresponde designarlos, previo concurso y de otro lado efectuarles el debido control y vigilancia del cumplimiento de las normas urbanas (art. 9º, Ley 810 de 2003). Actualmente, al  Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial le corresponde la coordinación y seguimiento; control social que adelanta a través de las Comisiones de Veeduría. 
1.6.2 Competencia del Ente de Control para examinar la Gestión Fiscal que  adelantan las Curadurías Urbanas

El artículo 267 de la Constitución Política consagra que el control fiscal es una función pública que se ejercerá en forma posterior y selectiva, conforme a los procedimientos, sistemas y principios que establezca la ley, para vigilar la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejan fondos o bienes públicos.

Igualmente, el artículo 272 de la Constitución Política señala que “la vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma posterior y selectiva”. El mismo artículo especifica que los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268. 

Así mismo, el artículo 2º de la Ley 42 de 1993 señala los sujetos de control fiscal, entre los cuales se encuentran los particulares y las personas jurídicas que manejen fondos o bienes del Estado.

Las Curadurías Urbanas adelantan gestión fiscal, con ocasión de la función pública a ellas delegada, relacionada con la de ordenamiento territorial, la cual según lo previsto en el artículo 3º de la Ley 388 de 1997 constituye una función pública, fundamentada en principios de carácter constitucional: Función social y ecológica de la propiedad, prevalencia del interés general sobre el particular y distribución equitativa de cargas y beneficios. 
Es así como esta Contraloría con fundamento en lo normado en la Constitución Política de Colombia, la Ley 42 de 1993, el Decreto 1421 de 1993 y el Acuerdo 24 de 2001, entre otras disposiciones, expidió la Resolución Reglamentaria No. 032 del 26 de Agosto de 2004 “Por la cual se expide el reglamento para la vigilancia de la Gestión Fiscal en las Curadurías Urbanas del Distrito Capital”.
Adicionalmente, el Consejo de Estado
 en concepto del 3 de febrero de 2005, señalo: 

“El curador urbano no sólo liquida, sino que recauda y administra los recursos producto de la tasa fijada por el legislador, con el fin de aplicarlos a las necesidades del servicio, es decir, a cubrir los costos de la operación de la curaduría y la remuneración que le corresponde por el ejercicio de sus funciones, tal y como se expuso en la resolución citada 687 de 1998, por la cual se adoptó la metodología para el cálculo del cargo fijo “a” y del cargo variable “b”. Atribuciones que en concepto de la Sala se enmarcan dentro de la definición de gestión fiscal de la ley 610 de 2000.”

(…)

“En  consecuencia, los curadores urbanos son sujetos de control fiscal por parte de las contralorías territoriales, en tanto, liquidan, recaudan y manejan fondos públicos. Su calidad de sujeto de control fiscal está dada en virtud a lo dispuesto en la Constitución y en la ley 42 de 1993, y no en virtud de la Resolución Orgánica que expidió el Contralor General de la República para unificar el sistema de control. La competencia de las entidades de control del nivel territorial para ejercer el control fiscal sobre las curadurías deviene, entonces, de la Constitución y de la ley.” 

“Cuando el Estado delega una función pública en un particular e impone un cobro en virtud de su soberanía fiscal a favor de ese particular, el mínimo derecho que le asiste, en concepto de esta sala, es el de conocer si los recursos que se perciben por ese concepto se están aplicando a la finalidad prevista por el legislador; es decir, a satisfacer las necesidades propias de la función pública encomendada y controlar que su manejo y administración se efectúe con la transparencia debida en beneficio del interés general. Sustraer del control fiscal los recursos que por gracia de la ley administran y manejan los particulares, alegando que son personas privadas, sería tanto como invertir las bases mismas de la estructura del sistema de control desarrollado en la constitución. El hecho generador del control fiscal colombiano está dado en la función de naturaleza jurídica, pública o privada de quien administra o maneja los recursos”.
 

1.6.3 Cuestionamientos o reservas a la figura del Curador Urbano

Este Ente de Control ha evidenciado que pasado el fragor de la novedad de la figura del Curador Urbano, la mayor eficiencia buscada en los trámites del licenciamiento urbano perseguida con la creación normativa ha sido cuestionada por parte de la ciudadanía, entre otros, por los siguientes hechos:

· El desorden en el crecimiento y desarrollo de la ciudad,  la autonomía de que gozan, así como el sistema de expensas y lo incompleto que resulta el control que se imparte a sus actuaciones.       

· Algunos de los curadores urbanos a la hora de decidir sobre el otorgamiento de las licencias olvidan que no les está permitido en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en la normativa urbanística, la facultad de interpretación, la cual corresponde a las autoridades de planeación, por disposición expresa del artículo 102 de la Ley 388 de 1997. 

· No existe una correcta coordinación entre las curadurías, las oficinas de planeación y de control urbano, lo cual genera conflictos de autoridad y extralimitación en el ejercicio de sus funciones; circunstancia que está siendo aprovechada por los mismos para cometer excesos en la aplicación de la norma urbanística.

· Han sido artífices de la degradación del Área de Reserva Forestal Protectora “Bosque Oriental de Bogotá”, en atención al otorgamiento de manera ilegal de más de treinta (30) licencias a predios  allí ubicados, sin que la zona afectada hubiese sido previamente sustraída de la reserva por parte de la autoridad ambiental competente, tal como lo ordena el Código de los Recursos Naturales.

· Daño ambiental, cuyo valor económico calculado tan sólo para el periodo comprendido entre el año 2000 y el año 2004, asciende a la suma de MIL CIENTO TRES MILLONES NOVECIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL SETECIENTOS SESENTA Y SEIS PESOS CON 62/100 ($1.103.986.776,62), dados los servicios ambientales dejados de prestar. Hechos con ocasión de los cuales se formuló el correspondiente hallazgo fiscal contra responsables de los mismos.    

· Desde la entrada en escena de esta figura la mayor dificultad puesta en evidencia por la ciudadanía, la constituye la imposibilidad de que los denominados terceros determinados, que en el caso del Decreto 1052 de 1998, son los vecinos, propietarios, poseedores o tenedores de los predios colindantes, no pueden constituirse en parte para hacer valer sus derechos, toda vez que en la práctica su citación no se hace por medios eficaces y cuando las personas interesadas en oponerse a la expedición de las licencias, ya se encuentran fuera de término.

· Estos Entes, se han convertido en un superpoder utilizado para el exclusivo beneficio y enriquecimiento personal desmedidos.

· Si bien es cierto, la Ley previó que la destinación específica de los ingresos percibidos por las Curadurías Urbanas a título de expensas, es la de cubrir la remuneración del curador y costear la función pública a su cargo, también lo es que dejó a la discrecionalidad del mismo el manejo de tales recursos. 

· Es así como los Curadores para no poner en evidencia sus reales ingresos, relacionan gastos suntuarios o costos que no apuntan a la optimización del servicio y que por ende, no guardan relación directa con la prestación de la función pública delegada.     

· El actual sistema de expensas aplicado en el Distrito es objeto de reproche por constituir un sistema de liquidación en el que los ingresos del Curador son directamente proporcionales a los metros cuadrados aprobados, lo cual quiere decir, que mientras más metros aprueben en una edificación, mayores son los honorarios del Curador y que constituye un estímulo perverso, dado que premia la ligereza en la aplicación de la norma urbanística y le hace el juego a constructores que para maximizar las áreas de los edificios, interpretan las normas a su medida, sin importarles, en últimas, la ciudad.

· No es un sistema basado en porcentajes descendentes, como ocurre con los Notarios del país; y, que por el contrario, creó diferencias entre ciudades grandes y pequeñas. 

· La delegación por parte del Estado de esta función pública, muestra  la incapacidad del mismo de hacerse cargo de actividades que dejan importantes márgenes de utilidad y las transfiere a manos de los particulares.

· El Gobierno Nacional se desprendió de una función pública como lo es la de urbanismo, prevista en el artículo 3° de la Ley 388 de 1997, para entregársela a estos particulares y dejó el peso de la responsabilidad por los riesgos en la prestación del servicio  a cargo del propio Estado, toda vez que la función no deja de ser pública por el hecho de su delegación.

· Se predica con exhaustiva vehemencia que la autonomía con que ejercen los Curadores Urbanos sus funciones, los hace responsables personal y patrimonialmente de sus actos, tal argumento, constituye una falacia, dado que frente a un eventual daño causado a terceros con ocasión de un acto suyo que no se ajuste a la ley, estos terceros al primero que encausan es al propio Estado, dado que cuando tal hecho ocurra, el Curador responsable del mismo muy seguramente ya no ejerce el cargo, se encuentra fuera del país o no tiene bienes a su nombre.

· La figura fue hábilmente concebida para que se enriquecieran rápidamente los particulares, a costa de una función pública de alta demanda y, al Estado, sin recibir nada a cambio de los valores que cancelan los particulares por los trámites ante las Curadurías, se le atribuyera la obligación de responder por la vigilancia y control del cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los curadores, quienes no siempre aplican con seriedad, agilidad, oportunidad y confiabilidad, obligación ésta que lo ubica en el campo de la responsabilidad frente a terceros afectados por las decisiones de los curadores.

· A parte de la verificación del pago de las expensas al curador urbano por los trámites ante las curadurías urbanas y la remuneración a que es acreedor en el ejercicio de su función, estos particulares en cumplimiento de la función pública delegada no se ocupan de verificar que los sujetos pasivos del Impuesto de Delineación Urbana, cancelen al Estado el valor que realmente corresponde y hacen caso omiso a las inconsistencias en que incurren los titulares de las licencias en la determinación del presupuesto de obra o construcción que constituye la base gravable del mismo; quienes para efectos del cálculo de dicho tributo señalan una cifra inferior a la citada en la solicitud de expedición de las mismas y desde luego, a la que debe ser. Impuesto en relación con el cual, los curadores urbanos pueden efectuar su liquidación y velar por su pago, según así lo señaló el otrora Ministerio de Desarrollo, en concepto de 1999. 

· El desolador panorama mostrado con el funcionamiento de la figura a lo largo de estos siete (7) años debe tocar la sensibilidad del Congreso de la República, escenario en el cual debe darse el debate abierto y franco a estos entes, donde se defina de una vez por todas si se acaba con esta figura o se le hacen reformas estructurales que conlleven a dotarla de un control completo, como ocurre con los Notarios Públicos y de esta manera no sea el Estado quien a la postre tenga que responder con su patrimonio por los errores de los curadores. 
1.6.4 Razones que justifican la propuesta de reforma estructural a la figura del  Curador Urbano   

Para este Organismo de Control nada resulta más coherente que sea la Administración quien opere o aplique de manera directa la norma urbanística que ella misma previamente ha expedido, y con relación a la cual la misma Ley le asignó la facultad de interpretación, en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones de la misma
.

Criterio que motivó la solicitud elevada a la señora Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial a través del oficio 11000- 11911 del 26 de Mayo de 2005, para que liderara en el Congreso de la República la expedición de una Ley que previera la devolución de las funciones asignadas a los curadores urbanos a los entes territoriales.

Allí se dijo que en el evento en que se opte por continuar con la figura del Curador Urbano en cabeza de particulares, es apremiante que el Congreso de la República corrija mediante adición o reforma, según el caso, los vacíos y deficiencias de la normatividad actual que rige la institución de la Curaduría Urbana, con propuestas tendientes a remediar las siguientes debilidades que acusa la figura y que en vía de ejemplo nos  permitimos enunciar:

· La figura no está dotada de un control y de un régimen de responsabilidad completos, por lo cual en los eventos en que se causen perjuicios a los ciudadanos y a la Administración con las eventuales arbitrariedades que cometan los Curadores Urbanos en el ejercicio de sus funciones la responsabilidad recae en cabeza del Estado, dada la forma en que ha sido concebida la figura.

· No se establecieron los medios eficaces que deben utilizar los curadores urbanos en la citación de los denominados terceros determinados, que en el caso del Decreto 1052 de 1998, lo son los vecinos, propietarios, poseedores o tenedores de los predios colindantes, con el fin que éstos puedan interponer los recursos de la vía gubernativa, por lo cual no existe la posibilidad que el Despacho que conozca de las decisiones de las curadurías en segunda instancia tenga la oportunidad procesal de revisar por vía de apelación los correspondientes actos administrativos.

· El sistema de liquidación de las expensas y la fórmula matemática diseñada para el efecto, se basa en los factores de metraje que hace atractivo para el Curador la atención prioritaria de los grandes proyectos con exclusión del servicio solicitado por los pequeños propietarios y además premia la ligereza en la aplicación de la norma urbanística.

· No se señaló un porcentaje de los ingresos de los Curadores con destino a la creación y funcionamiento de una Unidad de Control con funciones similares a las que ejerce la Superintendencia de Notariado y Registro sobre las actuaciones de los Notarios, para que permita controlar de manera efectiva los actos administrativos expedidos por los Curadores, como quiera que el control que hasta la fecha se encuentra asignado al Alcalde Mayor de la ciudad, ha resultado inocuo en la práctica por imposibilidad física y operativa para su ejercicio.

· No se han efectuado los ajustes normativos ante la Corporación competente para que se incluyera la gestión de los Curadores en el listado de las actividades gravables para el cobro del Impuesto de Industria y Comercio y destinar los fondos provenientes de este rubro para la modernización de las redes electrónicas de comunicación entre la Oficina de Planeación y las Curadurías.

· No se estableció como obligación de los Curadores la sistematización de todos los procesos a su cargo y elevar a causal de mala conducta su incumplimiento así como la ya establecida de  implementar sistemas de conexión electrónica con la Oficina de Planeación consagrada en el Artículo 71 del Decreto 1052 de 1998 y que hasta la fecha no se le ha dado cumplimiento.

· No se elevó a causal de mala conducta la expedición de actos administrativos, tales como licencias de urbanismo y de construcción, sin la debida observancia de las normas ambientales, arquitectónicas y de ordenamiento territorial y el establecimiento de sanciones pecuniarias consistentes en multas por este motivo.

· No se previó un riguroso turno de las solicitudes de todos los usuarios, como opera en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, elevando a causal de mala conducta su inobservancia para corregir el tratamiento desigual a que han sido sometidos los pequeños propietarios hasta el actual momento.

· No se establece una Oficina de Reparto electrónico de las solicitudes para evitar la concentración de los negocios en una un solo Despacho.

· No existe un control efectivo sobre el presupuesto de gastos de funcionamiento de las Curadurías, para su adecuado funcionamiento y creación de un régimen de sanciones para obligar a su cumplimiento.

· No estableció un régimen riguroso de carrera que permita a los Curadores que registren conducta intachable, eficiencia y eficacia en el cumplimiento de sus labores a efectos de que puedan ser reelegidos, con lo cual se les estimularía para un buen desempeño de su gestión, como tampoco se reglamentó el régimen de inhabilidades e incompatibilidades.

· No se establecieron los mecanismos correspondientes que obliguen a las Curadurías a remitir a la Oficina de Planeación los soportes de cada actuación de los Curadores con el objeto de que dicha Oficina pueda cumplir con las funciones asignadas en la Ley para la proyección del desarrollo urbano.

· No se exige al Curador la obligación de mantener en su nómina personal altamente calificado para el cabal cumplimiento de su misión.  
Del análisis normativo legal al desarrollo urbanístico de Bogotá D.C. se advierte claramente la actuación de varias Autoridades y Entes del orden Nacional, Departamental y Distrital, por lo que el informe producto de la presente auditoría será remitido a cada una de ellas para lo de su competencia. Se precisa que por procedimiento interno del Órgano de Control, se dará traslado a la Dirección Sectorial correspondiente, para las evaluaciones e indagaciones a que haya lugar por otros sujetos de control involucrados.       

1.7 CONOCIMIENTO DEL SUJETO DE CONTROL

El desarrollo Urbano y ordenamiento del Distrito Capital ha sido responsabilidad del Departamento Administrativo de Planeación Distrital – DAPD, quien debe construir los parámetros que aseguren el ordenamiento de la ciudad, hecho que se concreta en la preparación, formulación, adopción y ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial - POT y los instrumentos que lo desarrollen.

Dada la gran magnitud del territorio del Distrito Capital, el dinamismo y crecimiento urbano, la limitada capacidad operativa del DAPD, la necesidad de descongestionar los despachos y oficinas del sector oficial, así como la de simplificar trámites; se crea la Curaduría Urbana No.1 mediante el Decreto Distrital No. 781 de 1996, iniciando actividades el primero de enero de 1997. Sus oficinas se encuentran en el Parque Central Bavaria - Centro Comercial y el mayor número de solicitudes se localiza en las Alcaldías Locales del Centro, Chapinero, Santa Fe, Mártires, Candelaria.  

2 CONCEPTO DE GESTION DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL
Señor 

JAIME RODRÍGUEZ AZUERO

Curador Urbano No.1

Calle 29 No. 14 - 45  Mz. 2  Local 109

Parque Central Bavaria - Centro Comercial
Bogotá D.C. 

Ref.:
Entrega del Informe Preliminar de la Auditoría  Especial a la Curaduría Urbana No. 1 de Bogotá.

Respetado señor Curador:

La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en las facultades otorgadas por los Artículos 267 y 272 de la Constitución Política, la Ley 42 de 1993, el Decreto No. 1421 de 1993 y la Resolución No. 32 de agosto 26 de 2004 de la Contraloría Distrital, ha practicado Auditoría Gubernamental con enfoque Integral, modalidad Especial, a la Curaduría Urbana No.1 de Bogotá. 

Es responsabilidad del Curador No.1 el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, D.C. La responsabilidad de este Ente de Control, consiste en producir un Informe Integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por el Sujeto de Control, que incluye pronunciamientos sobre el acatamiento de las disposiciones legales y la calidad y la eficiencia del Sistema de Control Interno.

Este Informe preliminar pretende dar a conocer las condiciones en que se desenvuelve la Curaduría Urbana No.1 y las presuntas irregularidades detectadas por el Ente de Control, en materia legal, Financiero-contable y de Gestión y Resultados, que se han presentado en el desempeño de la Función Pública otorgada a un particular, que deberán ser tenidas en cuenta por éste, esperando que contribuya al mejoramiento continuo de la Curaduría y por consiguiente, en la eficiente y efectiva gestión, en beneficio de la comunidad y el medio ambiente, fines  últimos del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental Colombianas, compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá, D. C; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo, de manera que el examen proporcione una base

razonable para fundamentar los conceptos expresados en el informe integral. El control incluyó el análisis, sobre la base de pruebas selectivas a los soportes y documentos, debidamente evidenciados.

Concepto Financiero-Contable

El examen practicado con base en la Estados Financieros presentados por la Curaduría No.1, libros y registros contables, permite conceptuar que el Sistema de Control Interno Contable implementado, junto con los procedimientos y  aplicación de normas técnicas contables para personas naturales y sector comercial, fueron tomados fielmente de los libros oficiales, y estos presentan razonablemente la situación financiera del Curador No.1, salvo por los efectos que puedan tener sobre los mismos, el tratamiento que se debe aplicar a los recursos económicos del Ente de Curador Urbano, considerados por el Consejo de Estado como Públicos, y detallados en el Capítulo 3 “Resultados” Evaluación Contable, Numeral 3.2.2.3 Observaciones.     

Concepto sobre Gestión y Resultados

Durante el proceso auditor se pudo evidenciar, que la Curaduría No.1 tiene implementadas e implantadas ciertas actividades y mecanismos de control que promueven la eficiencia, eficacia y economía; y que igualmente busca la certificación ISO 9000, culminar el proceso de certificación de la NTC 5154 del proceso de expedición de licencias, y programas específicos como: Proyecto piloto de Inventario y Evaluación de Licencias de Urbanismo en Zonas de Alto Riesgo, Proyecto de trámite de Licencias para el Reforzamiento Estructural de los Centros Educativos en el Distrito Capital, el Plan de Mejoramiento propio, entre otros.   

Sin embargo respecto de la función misional, se observa deficiencia en aspectos tales como las obras en áreas de la Estructura Ecológica Principal, a los que presuntamente se licenció en forma irregular, ante la probabilidad de remoción en masa, la existencia de cuerpos de agua superficiales, en zonas de ZMPA, en humedales, en parques ecológicos, en los Cerros orientales de Bogotá, etc., situaciones que se discriminan en el capítulo de Gestión y Resultados, Gestión Misional, Numeral 3.3.2.  

No obstante, por la magnitud e importancia del tema y el considerar casos específicos de licencias a predios al interior de los Cerros Orientales de Bogotá

amparadas con la Resolución No. 420 del DAPD mediante la cual se incorporaron áreas al perímetro urbano sin la previa sustracción de la Reserva Forestal Protectora por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, entre otras; una vez analizadas las respuestas aportadas por el Curador No.1, este Órgano de Control considera la necesidad de realizar un Estudio Sectorial, que permita evaluar las licencias de Urbanismo y Construcción otorgadas por los Curadores Urbanos de la Ciudad que pudieran afectar la Estructura Ecológica Principal del Distrito Capital. Razón por la cual, en este momento no se hace alusión a estos presuntos hallazgos, los que serán motivados y estructurados en su momento, dentro del Estudio Sectorial a abordar en la Dirección de Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá.     

La gestión y resultados observados propiamente desde el ámbito del desarrollo urbanístico del Distrito Capital, no puede verse solo a la luz del proceso de licenciamiento efectuado por la Curaduría, siendo necesario que la vigilancia y sanciones respecto al cumplimiento de la normatividad urbanística, facultad atribuida a los Alcaldes Locales, se efectúe de manera expedita y con el personal suficiente a fin que no se sigan presentado casos como los observados, en el que los constructores modifican los diseño aprobados y terminan construyendo obras con características diferentes a las de la Licencia o siguen construyendo aunque la licencia esté sufriendo procesos modificatorios.

De las observaciones y hechos irregulares plasmados dentro de evaluación a la gestión misional encomendada al Curador, se destacan situaciones como:

· Los formularios de solicitud de licencias son radicados sin el lleno de los documentos requeridos en forma completa, permitiendo que estos se anexen posteriormente dentro del tiempo del trámite de expedición de la misma, propiciando con ello la dilación del plazo para adelantar el trámite.

· El tiempo que utiliza la Curaduría Urbana No.1 en la expedición de las Licencias, es superior a lo señalado en el artículo 18 del Decreto 1052 de 1998, previsto en 45 días hábiles, prorrogable por una sola vez hasta por la mitad del tiempo, por cuanto este varía de acuerdo a la complejidad del proyecto o la demora en la entrega de los documentos por parte de los solicitantes.

· El actual formulario único para la solicitud de Licencias, obvió información y documentación que anteriormente requería el Curador No.1 que propendía por un mayor control y precisaba términos para la entrega de documentos soportes.

· Se aprecia conflicto de intereses, en el proceso de evaluación de los estudios estructurales en algunos casos, por cuanto la misma firma de Ingenieros también produce estudios para soportar licencias.

· De las solicitudes radicadas ante la Curaduría, se determinó que algunos documentos no contienen la información y especificaciones detalladas del proyecto estructural, necesarios para una evaluación ágil, soportada y válida.
Los hallazgos evidenciados, que se refieren a la gestión misional, principalmente obedecen a:

· Licenciamientos donde se permite el incumplimiento de los requisitos mínimos contemplados en las normas urbanísticas para las dimensiones de parqueaderos, accesos a los estacionamientos vehiculares y a los cupos de estacionamiento. 

· El incumplimiento de los términos establecidos en el Decreto No. 1052 de 1998, para la expedición de las licencias, 

· El Impuesto de delineación urbana, requerido para la expedición de la Licencia de construcción, ampliación, modificación, adecuación y que como tal, se exige la presentación de copia de la Declaración correspondiente debidamente cancelado, no es menos cierto, que no hay ningún control a cerca del presupuesto de obra como del área construida -bases para la liquidación de este impuesto- consignados al libre albedrío en dichos formularios por  los titulares de las licencias.
No puede resultar indiferente al curador las inconsistencias en que puedan incurrir los interesados en la expedición de las licencias, máxime en tratándose de áreas objeto de autorización, sobre las cuales liquidan las expensas que deben cancelar los particulares por los trámites surtidos ante el mismo, así como los presupuestos de obra con base en los cuales se liquida el citado impuesto.

De otra  parte, no es coherente para este Organismo de Control pensar que si con ocasión de la función pública delegada por el Estado, los curadores urbanos exigen que los interesados en las licencias aporten la información requerida, dentro de la cual está la señalada, los mismos sólo tengan en cuenta para efectos de conceder las mismas el área y dejen de lado lo relacionado con presupuesto de obra y demás información que se registra en los formatos de solicitud, los cuales también hacen parte de la licencia expedida.

Cuando la ley señala que los curadores urbanos sólo podrán darle continuidad al trámite cuando el interesado demuestre la cancelación de un impuesto, le obliga al particular en cumplimiento de la función pública que así se le ha delegado advertir las inconsistencias en que incurren los obligados de satisfacer la obligación a su cargo, como quiera que precisamente la misma le exige al particular demostrar, actuación que conlleva que otro verifique, examine y acepte el cumplimiento de lo exigido. 

En desarrollo de la presente auditoría, se determinaron trece (13) hallazgos administrativos, de los cuales dos (2) tienen incidencia Fiscal, tres (3) de incidencia disciplinaria y ocho (8) con incidencia meramente administrativa.

Por la calificación del Sistema de Control Interno, la opinión expresada en el dictamen sobre la razonabilidad de los Estados Contables y los resultados de la Gestión de la Curaduría No. 1, el concepto es favorable.

La Contraloría de Bogotá no desconoce el desempeño y las acciones que ha tenido a lo largo de la existencia la figura del Curador No.1, pero los hallazgos formulados y señalados en el Capítulo Tercero de este informe, quedan en firme y con el fin que la labor de Auditoría conduzca a implementar actividades de mejoramiento de la gestión pública, la Curaduría debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita corregir en un término razonable las observaciones y los hallazgos detectados, el cual debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de recibo del presente documento.

El Plan de Mejoramiento debe determinar las acciones concretas que adelantará la Curaduría en relación con cada uno de las observaciones y los hallazgos formulados, el cronograma en que se implementarán los correctivos, así como los responsables de las mismas y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá, 28 de junio de 2005.

JOSE A. CORREDOR SANCHEZ
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3 RESULTADOS DE LA AUDITORIA

3.1 EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

De conformidad con lo establecido en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia “La administración pública, en todos sus ordenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley”; igualmente el artículo 269 prescribe “en las entidades públicas, las autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y a aplicar según la naturaleza de sus funciones, métodos y procedimientos de control interno, de conformidad con lo que disponga la ley…”   Consecuentemente, la Ley 87 de 1993, en su artículo 5º establece “Esta Ley se aplicará en todos los organismos y entidades de las ramas del poder público en sus diferentes ordenes y niveles así como en la organización electoral, en los organismos de control, en los establecimiento públicos, en las empresas industriales y comerciales del Estado…”
El Curador Urbano es según la Ley 810 de 2003 un particular encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de parcelación, urbanismo, construcción o demolición, y para el loteo, de acuerdo con el cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes.
El curador Urbano no recibe recursos o transferencias del erario público, desarrolla su gestión mediante el cobro de expensas por los servicios  que presta a quienes lo demanden.  

No obstante no estar incluida expresamente la Curaduría como sujeto obligado a ajustarse a los parámetros de la normatividad precitada, la evaluación al Sistema de Control Interno provee en cualquier sujeto auditado una herramienta para establecer las áreas críticas a las cuales se debe direccionar el ejercicio auditor.
Por lo anteriormente expuesto y ante la inexistencia de una Oficina de Control Interno en la Curaduría Urbana No.1, se realizó evaluación al Sistema de Control Interno, preliminarmente mediante la aplicación de cuestionarios a seis (6) funcionarios de distintos niveles del orden jerárquico de la Entidad; los resultados obtenidos se revaluaron posteriormente en la etapa de ejecución del ejercicio auditor.   
Es necesario precisar los componentes de las Fases analizadas de forma general a la Curaduría No.1, no aplican o deben ajustarse a la especificidad de la Entidad. 
De la anterior evaluación, realizada por la no existencia de antecedentes de auditoría al Sujeto de Control, se determinan como áreas críticas o susceptibles de riesgo, los siguientes aspectos:

El procedimiento de expedición de las Licencias, aunque se encuentra establecido a nivel de Norma ICONTEC 5154, implementado en las cinco (5) Curadurías de Bogotá, su aplicación se hace de acuerdo a la estructura orgánica de cada Curaduría, razón por la que es necesario que existan debidamente documentados y socializados los respectivos subprocedimientos que utilizan cada una de las instancias que intervienen en el mismo. De la evaluación preliminar del SCI, se demuestra que aunque se dice tener claridad del desempeño de cada etapa del procedimiento, no existe un manual específico para cada una de las instancias del proceso.

Igualmente, la Curaduría No.1 no cuenta con un código de Ética propio, sino que se trata de un Acta de Compromisos suscrita por las cinco (5) Curadurías, por lo que su conocimiento no es generalizado ni socializado al interior de la Entidad.

La Curaduría cuenta con mecanismos informales de análisis de riesgos, implementados que apuntan al cumplimento del objetivo misional, no obstante quedan sin medida de minimización o mitigación la ocurrencia de eventos excepcionales que pueden llegar a afectar el normal desempeño de la Función Pública de la Curaduría.

Respecto de los Sistemas de Información; se aprecia debilidad por la Radicación Manual que puede permitir el registro de documentos y solicitudes dentro de fechas distintas a las que realmente se allegan; cambio del Sistema Contable y específicamente el módulo Tesorería, por el que se debe garantizar el registro de todas las operaciones que generen expensas para la Curaduría.

El manejo centralizado que se tiene sobre el proceso de expedición de las licencias, si bien propende a garantizar la unidad de criterio sobre las mismas, también puede constituirse en una circunstancia limitante o de demora.

Otro aspecto muy importante dentro del conocimiento de la Entidad, es el relacionado con la normatividad vigente que contiene vacíos y se evidencia en descoordinación con los demás Entes involucrados en el Proceso de desarrollo Urbanístico y de Construcción del Distrito Capital, Empresas de Servicios, Organismos de Control y Vigilancia, etc.                           

Con base en lo observado, este Ente de Control concluye que el Sistema de Control Interno de la Curaduría Urbana No.1 se encuentra en un rango de 3.4 y 4 lo que implica un riesgo mediano y un nivel de confianza del Sistema de Control Interno Bueno 

Lo anterior fue comunicado al Curador Urbano No.1, mediante Informe Preliminar radicado con oficio No. 37000-12973 de junio 10 de 2005, al cual dio respuesta según oficios  0514088/97 del día 15 de junio del año en curso.

La evaluación al SCI que se presentó como un marco referencia para la ejecución de la Auditoría, no constituye una observación o hallazgo propiamente dichos; por lo tanto no requería ser respondida puntualmente por el señor Curador, lo cual no obsta para que sean tenidas en cuenta para el mejoramiento continuo del sistema.      

Del análisis efectuado por la Contraloría a los tópicos más relevantes de las respuestas se hacen las siguientes consideraciones:

Respecto de la debilidad de la radicación manual que puede permitir el registro de documentos y solicitudes dentro de fechas distintas a las que realmente se allegan, el señor Curador en principio admite compartir la opinión sobre el tema, pero en su respuesta aporta procedimientos adicionales, adoptados en su Organización, que complementan el control y que es de recibo por parte de la Contraloría. 

Al comentario sobre que el manejo centralizado del proceso de expedición de las licencias puede constituirse en una circunstancia limitante o de demora para su trámite, puesto que un sistema tan centralizado, ante novedades como incapacidad, vacaciones o concurrencia de otras actividades y compromisos diferentes al de expedición de licencias (reuniones, conferencias, capacitación, etc.) pudiera llegar a represarlas, el señor Curador aduce que por el volumen de solicitudes atendidas en su Despacho, aún no se demerita el tiempo de trámite; respuesta que es de recibo por parte de la Contraloría. 

Ante la calificación resultante del Sistema de Control Interno de la Curaduría Urbana No.1, estimado por el equipo auditor en un rango de  3.4  a   4, que implica un riesgo mediano y un nivel de confianza Bueno; la apreciación del Curador es la de merecer un puntaje más alto, lo cual sustenta refutando básicamente, el elemento carencia de un Código de Ética propio de la Curaduría y del componente de Análisis del riesgo evaluados en el SCI, haciendo una amplia exposición de conductas y evidencia documental al respecto.    

Vale la pena reiterar, como se precisó en capítulo 3 Resultados, Evaluación del Sistema de Control Interno, ésta se realizó con el fin establecer las áreas críticas a las cuales direccionar el ejercicio auditor, situación aplicable a cualquier Ente sin distingo de su carácter legal.

La calificación asignada, corresponde a la apreciación manifestada en las encuestas, por cada uno los funcionarios seleccionados y ponderada de acuerdo con parámetros pre-establecidos, por lo que no constituye un cuestionamiento personal; de ahí que se hace mención tanto de las presuntas fortalezas como de las debilidades del sistema, observadas en su momento, sobre la opinión de las personas que respondieron dicho cuestionario.

Si bien es cierto que el elemento - Principios y valores: Existencia código de  ética - del componente - AMBIENTE DE CONTROL, es importante; el peso que este tiene dentro de la evaluación total del sistema es relativamente bajo, considerado el número de componentes y elementos que contempla la evaluación al SCI.

Igualmente, el análisis de riesgos es más amplio que el concepto que el señor Curador manifiesta entender; se trata de prever situaciones y eventos, que de llegar a ocurrir, puedan afectar el normal desarrollo de la Función Misional encargada a la figura del Curador Urbano, incluye contingencias como: incendio, robo, asonada, cambios en el marco normativo, accidentes, etc.; por este motivo, y de acuerdo con la información obtenida en la evaluación del Sistema, no se  evidencia que la Curaduría los tenga identificados y previstas las formas de prevenirlos y/o mitigarlos.   

Este componente del SCI contempla los siguientes elementos:  

· Valoración del Riesgo: que consiste en la Identificación de los riesgos del macroentorno, entorno inmediato e interno.

· Manejo del Riesgo: entendido como las acciones efectivas para el manejo y control del riesgo tales como políticas, estándares y procedimientos.

· Monitoreo: que trata de las revisiones permanentes al Plan de Manejo de Riesgos, para asegurar la vigencia del Plan.

Por lo anteriormente expuesto, el resultado de la evaluación del SCI de la Curaduría Urbana No.1, presentado en este informe, queda en firme y debe constituirse en un mecanismo que refuerza el ambiente de control de la Organización.

3.2 EVALUACIÓN FINANCIERO CONTABLE
3.2.1 Evaluación Control Interno Contable

El carácter propio de la Curaduría de no encontrarse enmarcado dentro de las obligaciones que impone la Ley 87 de noviembre de 1993 para las Entidades del Sector Oficial, que exige se posea una Oficina de Control Interno, se tenga la obligatoriedad de levantar Mapas de Riesgos enfocados a priorizar el manejo y mitigación de los más importantes, entre otras; la Curaduría No.1 en el proceso de Certificación de la Norma Técnica NTC 5154 “Expedición de Licencias” y la Norma ISO 9000 de implementación del “Sistema de Calidad”, con el apoyo y asesoría de la Universidad de la Sabana a través del programa “Visión Consultoría Empresarial & Económica”, ha adelantado actividades encaminadas al mejoramiento de los procedimientos orientados a obtener la satisfacción de los usuarios de la Curaduría No.1 y colateralmente mejorar los Procedimientos internos y los Sistemas de Información.

Respecto de los Sistemas de Información Contable en el año 2004 se cambió el Sistema Contable Orión por SIIGO y con lo que se buscó garantizar la confiabilidad de los registros de todas las operaciones que se generan en la Curaduría No.1.

La evaluación se realizó al interior del área contable y tesorería con el objeto de calificar el estado actual del sistema, para lo cual se examinaron los siguientes elementos generales:
El Curador Urbano No.1 aplica el Plan Único de Cuentas -PUC- para el sector comercial y cumple con los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados en Colombia.
El grupo de trabajo responsable del área cuenta con perfil y experiencia en actividades relacionadas con labores propias del área contable, permitiendo con ello un buen desempeño en  su labor.

Las políticas y procedimientos internos contemplan niveles de autorización, aprobación, proceso, registro, custodia y archivo de los documentos de las diferentes transacciones realizadas, y la contabilidad es procesada mediante contrato de asesoría por Contador Público titulado. 

Los archivos de Comprobantes y soportes se encuentran debidamente organizados dentro del área Administrativa de la Curaduría, conteniendo además: Consecutivo mensual de los Balances de prueba, AZ consecutivo de Informes anuales de los años 2001 a 2003, Consecutivo prenumerado de los recibos de Caja, etc.
3.2.2 Evaluación Contable

3.2.2.1 Ingresos

Del programa de auditoria aplicado al área de tesorería con el fin de conceptuar sobre la razonabilidad del monto de expensas recibidas por la Curaduría No.1 por la vigencia 2004, se constató que el Sistema cuenta con los controles necesarios y suficientes para el manejo adecuado de los Ingresos, como el tener habilitada la opción de prenumeración, con lo cual se obliga a incluir la totalidad de las facturas (tanto las bien diligenciadas como las anuladas).

Igualmente, en forma aleatoria se constató la aplicación de las tablas en uso para liquidar el monto de las expensas por concepto de licenciamientos, donde: 
· Para efectuar la liquidación en forma manual de los cargos fijos y variables, según uso, estrato y metros del proyecto a licenciar, se procede a la utilización del Formato de preliquidación (con datos de Radicación, Estudio Técnico y Oficio en el que se asigna número y revisa consecutivo de preliquidación).  

· La facturación preimpresa, reúne los requisitos exigidos por la DIAN Resol. Aprobación numeración 320000136136 de 24/09/2003 rango: 15.001 al 20.000)

· Las facturas se adjuntan al boletín diario con la respectiva consignación aportada por el usuario y además se somete a aprobación directa del Curador.
3.2.2.2 Egresos
Del programa de auditoria aplicado al área Contable y Tesorería con el fin de conceptuar sobre la razonabilidad y la relación de causalidad  de los Gastos y Costos Operacionales  de la Curaduría No.1 por la vigencia 2004, se constató que:

· Las operaciones registradas en la Contabilidad de la Curaduría No.1 como Costos y Gastos, se encuentran soportadas con documentos válidos y suficientes para demostrar el respectivo pago, estimación, causación y/o amortización respectiva y las facturas y cuentas de cobro reúnen los requisitos legales.

· Del análisis de los Costos y Gastos reportados por la Curaduría No.1 como Operacionales, en lo relativo a Instalaciones, Equipo de Cómputo y Comunicaciones, Talento Humano, Elementos de Papelería y Oficina, Procedimientos, estructura orgánica y capacidad operativa, etc., necesarios para el cumplimiento del objeto misional de la Entidad, se consideran los apropiados para atender en forma eficiente el proceso de Expedición de Licencias, en consideración al volumen de solicitudes y movimiento de usuarios observado durante el periodo de la visita, por cuanto no se evidenció demora o falta de atención.
· Incluyó el examen, la constatación del cumplimiento de las obligaciones tributarias de Impuesto al Valor Agregado -IVA, Retención en la Fuente e Impuesto de Industria y Comercio –ICA; las cuales se conservan en archivos consecutivos y de los que se evidenció su presentación oportuna.

· La evaluación de Costos y Gastos Operacionales se realizó sobre una muestra representativa del 52% del total reportado por la vigencia 2004 de $1.537,7 millones. 

· El proceso Contable se hace mediante la Aplicación Contable SIIGO, que se complementa con los procedimientos manuales que contienen controles suficientes para el tamaño del negocio, por lo que se puede estimar una razonable confiabilidad de la información procesada y reflejada en los Estados Contables de la Curaduría No.1.

· Los pagos se realizan por medio de cheques, con excepción de los gastos menores y de urgencia que se tramitan a través de Reembolsos de Caja Menor  cuyos responsables son: el Curador, Dr. Jaime Rodríguez A., la Subdirectora Administrativa Dra. Lina M. Rodas y la señora Silvina Rico, de servicios generales.  Aunque en ningún comprobante de egreso aparece la impronta del respectivo cheque, se tiene como mecanismo de control alterno, el ejercido por el propio Curador que consiste en la no delegación a otro funcionario el manejo y custodia de las chequeras, las cuales deposita en caja de seguridad y conserva en forma ordenada y catalogada las colillas de los talonarios

· Sobre los Gastos de Personal y Nómina, se determinó que la planta está conformada por 21 funcionarios, de los cuales dos (2) devengan salario integral c/u por un monto de $5,0 millones, y diecinueve (19) mediante contrato de trabajo a término indefinido
Los pagos se realizaron en forma quincenal, mediante la consignación en la cuenta de ahorro individual de cada funcionario, mediante transferencia que la Curaduría ordena a través del Banco de Bogotá. La prima legal se canceló en los meses de junio y diciembre y cada una de ellas asciende a medio salario. Adicionalmente, se cancelaron dos (2) bonificaciones a título de mera liberalidad, en los meses de septiembre y diciembre y cuyo valor promedio por funcionario fue de $2,6 millones; sobre la nómina se efectuaron los descuentos de ley y se realizaron los respectivos aportes parafiscales, de salud y pensiones

De todos los pagos de cada funcionario, se verificó y cruzó, el auxiliar de contabilidad de los meses de la muestra (Abril, junio, septiembre y diciembre), contra los desprendibles de pago y el registro de la consignación del Banco de Bogotá denominado “Dispersión de nómina”, constatando que se encuentran registrados, que coinciden en todos los valores y cumplen con los parámetros de control interno. (Firmas, fechas, y archivo de los mismos).
3.2.2.3 Observaciones:

Las siguientes observaciones fueron comunicadas al Curador Urbano No.1, mediante Informe Preliminar radicado con oficio No. 37000-12973 de junio 10 de 2005, al cual dio la respuesta según oficios  0514088/97 del día 15 de junio del año en curso, una vez analizadas quedan en firme como observaciones: 
· En el rubro de Gastos de representación y Relaciones Públicas se registra la cifra de $58 millones a nombre del Dr. Jaime Rodríguez A. - Curador No.1, correspondiente a desembolsos realizados en el primer semestre del año 2004, quien es el sujeto de control fiscal, que no pertenece a la nómina y cuya remuneración se establece por la diferencia de los Ingresos por expensas y los gastos operacionales de la función pública desarrollada.

Los comprobantes de egreso no cuentan con soporte alguno, por lo que se infiere que dicha partida obedece a un claro retiro de utilidades, dado que mediante los reembolsos de Caja Menor presentados por el Curador, se han imputado costos y gastos cuyas facturas corresponden a los conceptos enumerados en este rubro contable.

A las anteriores observaciones el Curador no aportó respuesta o comentario, por lo tanto quedan en firme.

· A excepción del canon de arrendamiento del Local 107 del Centro Comercial Parque Central Bavaria, que corresponde al mes de enero de 2005 por valor de $600.000, los demás gastos analizados, con base en los soportes, guardan relación de causación con la vigencia fiscal 2004.
No fue de recibo la respuesta por cuanto debe existir consistencia en la aplicación del principio contable de causación, toda vez que la Curaduría causa honorarios por pagar de la vigencia 2004 por los cuales efectivamente realiza erogación hasta el año 2005; consecuentemente el pago del canon de arrendamiento de un local correspondiente al mes de enero de 2005 debe registrarse como un activo, en un rubro de gastos pagados por anticipado; la observación queda en firme.

· La Contabilidad examinada pertenece a la persona natural Jaime Rodríguez A., Curador Urbano No.1, identificado con el NIT 17.148.318-5, por lo que en los Gastos Operacionales es procedente solicitar y presentar los correspondientes a Depreciaciones y amortizaciones de este Sujeto Pasivo para efectos tributarios; no obstante del ejercicio del Control Fiscal, se pretende obtener el monto de los gastos y costos directamente relacionados con la actividad misional de la Curaduría, por lo que éstos se encuentran sobre-estimados en cuantía de $ 20.1 millones pertenecientes a las cuotas de depreciación de tres (3) apartamentos y dos (2) vehículos.

· Igual situación ocurre con el gasto Seguro del Crédito Hipotecario del apartamento 303 PCB por valor de $0.86 millones, que en principio no tendría relación de causalidad con la actividad generadora de ingresos Operacionales.    

Analizada la respuesta que justifica lo observado en este acápite, se acepta ante el vacío normativo la imposibilidad de registrar, hasta la fecha, la  información contable en forma independiente de la Curaduría, pero con el compromiso manifestado por el Curador de “… considerar el diseño de un esquema contable que permita desagregar las dos situaciones, de tal manera a poder seguir y valorar el manejo financiero y contable del curador urbano, en forma autónoma y separada de su situación patrimonial y financiera personal”.
3.3 EVALUACIÓN DE GESTIÓN Y RESULTADOS

3.3.1 Gestión Administrativa

A continuación, se presenta un análisis de la proyección económica que ha tenido la Curaduría No.1 desde el año 1997 cuando asumió la función el Dr. Jaime Rodriguez Azuero, basado en la información de los Ingresos Operacionales o expensas del ejercicio misional, véase el Cuadro 2 y su representación gráfica.   

CUADRO  2
                                                                                                   Cifras en millones de pesos

	EVOLUCIÓN EXPENSAS DEL CURADOR URBANO No.1

	Año
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Valor
	1.174,5
	818,0
	702,7
	961,2
	1.116,1
	1.130,1
	1.163,0
	2.031,0


Fuente: Curador No.1
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La actividad Operacional por la vigencia Fiscal 2004, se presenta en el Cuadro 3 con su respectiva gráfica.

CUADRO 3
	RESULTADO OPERACIONAL CURADURIA URBANA No.1

VIGENCIA FISCAL 2004 

(VALORES EN MILLONES DE PESOS)

	CONCEPTO
	VALOR 

	Total Ingresos
	2.031.0

	Total Egresos
	1.461.5

	Remuneración o Utilidad
	569.4
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La tendencia del monto de las expensas durante los ocho (8) de gestión del Curador No.1 muestra un promedio de $1.137,1 millones, estando influenciado por el repunte en el sector de la Construcción en el año 2004, cifra que en este periodo se duplicó, lo que se refleja porcentualmente en el incremento de la remuneración percibida por el Curador No.1, que para esta vigencia fue en promedio de $ 47,5 millones.
Al comparar la Actividad Operacional de la Curaduría No.1, respecto de las otras cuatro (4) que existen en Bogotá D.C., se observa que del total de expensas percibidas fue de $ 14.715,5 millones, perteneciendo al Curador No.1 la cifra de $2.031,0 millones, que corresponde al 13.8% de cubrimiento del mercado; precisando que dicha relación se hace sobre expensas y no sobre la cantidad de metros cuadrados de obra licenciados, por cuanto no fue posible obtener dicha información de las otras Curadurías en forma oportuna, la distribución de los Ingresos operacionales se observa en el Cuadro 4 y su gráfica. 

CUADRO 4

	RESUMEN EXPENSAS DE LAS CURADURIAS URBANAS DE BOGOTÀ

POR LA VIGENCIA FISCAL 2004
(VALORES EN MILLONES DE PESOS)

	CONCEPTO
	CURADURÍA
 No.1
	CURADURÍA
 No. 2
	CURADURÍA
 No. 3
	CURADURÍA
 No. 4
	CURADURÍA
 No. 5
	TOTAL

	Total Ingresos  2004
	2.031.0

	4.124.0

	1.393.5

	5.591.0

	1.576.0

	14.715.5
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Durante el proceso auditor se pudo evidenciar, que la Curaduría No.1 tiene implementadas e implantadas ciertas actividades y mecanismos de control que promueven la eficiencia, eficacia y economía; y que igualmente busca la certificación ISO 9000, culminar el proceso de certificación de la NTC 5154 del proceso de expedición de licencias, y programas específicos como: Proyecto piloto de Inventario y Evaluación de Licencias de Urbanismo en Zonas de Alto Riesgo, Proyecto de trámite de Licencias para el Reforzamiento Estructural de los Centros Educativos en el Distrito Capital, el Plan de Mejoramiento propio, entre otros.   
3.3.2 Gestión Misional

3.3.2.1 Evaluación a Licencias que afectan la Estructura Ecológica Principal del Distrito Capital.

La Ley 388 del 18 de Julio de 1.997, determina que para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación de terrenos urbanos, de expansión urbana y rural se requiere licencia.

La Contraloría de Bogotá en cumplimiento de la misión otorgada por la constitución y la ley busca, entre otros fines, salvaguardar el patrimonio natural de la ciudad.
La noción de estructura ecológica principal es una categoría que puede ser inscrita como urbanismo ecológico
, que surge del encuentro entre prácticas científicas y prácticas de ordenamiento y que viene a enriquecer y a complementar el concepto de áreas protegidas.

El urbanismo ecológico controvierte las herramientas convencionales del urbanismo, incorporando nociones de capacidad de carga y de soporte de un territorio, riesgo, límite ecológico, interacciones, procesos, etc. En este contexto es que se ubica la utilización del concepto de estructura ecológica principal, de la cual el suelo de protección es solamente su expresión jurídica, por lo demás parcial y restringida.

La Ley 388 de 1997 utilizó dos nociones en relación con este tema (1) Áreas de reserva y mediadas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y defensa del paisaje, que hacen parte del contenido estructural del POT  (Art. 12 ) y (2) suelo de protección: constituido por las zonas y áreas de terrenos localizados dentro de cualquiera de las clases de suelo (urbano, suburbano, o rural) que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenazas de riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.

En consecuencia, desde la perspectiva de la ley se trataría de suelo que no es posible urbanizar, debido a 1) sus características geográficas, 2) sus valores ambientales o paisajísticos, 3) su carácter se zona de riesgo no mitigable y 4) suelo que hace parte de las zonas de utilidad publica para la provisión de servicios públicos domiciliarios, ya sea para la protección y conservación de las fuentes de agua o para la localización de infraestructuras.

Con el anterior marco conceptual se procedió a ubicar en plano digital de Bogotá cada una de las licencias expedidas por la Curaduría No.1 para identificar la ubicación del predio y posteriormente se realizó la respectiva verificación del expediente respectivo, con los resultados que se resumen en el Cuadro 5.

CUADRO 5

	LICENCIAS CON PRESUNTAS IRREGULARIDAS 

	LICENCIA
	DIRECCIÓN
	OBSERVACIÓN

	LC 04-1-0013/ Res 04-1-0156-057-0011
	Cll 119 # 0-50
	El predio se encuentra ubicado en el área de los cerros orientales.

	LC 04-1-0034
	CLL 128 A Nº 29-05
	Los vecinos se hicieron parte del proceso  por medio de comunicaciones escritas. El Country Club exigió una aclaración acerca de los muros que colindan con su propiedad. En la Licencia se exige aislamiento que integre visualmente con las zonas verdes del Country Club.

	RES 04-1-0083
	Calle 61A Sur y Av. Bosa  Cra. 115 A
	El predio se encuentra en ZMPA, es área de sesión obligatoria al Distrito. Se exige garantizar la mitigación de riesgo por inundación por estar en área de influencia del Río Bogotá.

	LC 041-0099
	CRA 6 I ESTE No 80 – 26 Sur
	El predio se encuentra ubicado en el área de cerros. Riesgo de remoción en masa.

	LC 04-1-0100
	Kr 22 # 90-39 sur
	El predio se encuentra ubicado cerca al Parque Entrenubes (localidad de Usme). Riesgo de remoción en masa.

	LC-04-1-0162
	CLL93 D SUR Nº 3 B-51
	El predio se encuentra ubicado dentro de la ronda hidráulica de la Quebrada Yomasa.

	LC 04-1-0189
	CRA 98 A No. 55 A-41 SUR
	El predio queda ubicado cerca al Río Bogotá en zona de amenaza por inundación.  

	LC 04-1-0194
	KR 3 A BIS Nº 138 A-10 SUR
	El predio se encuentra ubicado en el área de cerros. Riesgo de remoción en masa. 

	LC 04-1-0267
	Cll 70 A # 1 – 78 / 86 / 94
	La licencia fue otorgada sin tener en cuenta el concepto de la DPAE, acerca de la incompatibilidad del estudio de sismicidad presentado para la solicitud de la licencia; según el estudio de micro_zonificación sísmica la zona es considerada de alto riesgo por remoción en masa. 

	LC-04-1-0282
	DG 91 C SUR Nº 18 G – 38
	Se expidió licencia sin los estudios de suelos.



	LC 04-1-0291
	KR 51 Nº 117 A -03/DG 117 A Nº 51-62
	El predio queda ubicado cerca al humedal de Córdoba en zona de amenaza por inundación.  

	LC-04-1-0341
	KR 7F ESTE Nº 93-39 SUR
	El predio se encuentra ubicado en el área de cerros. Riesgo de remoción en masa.

	LC-04-1-0370
	KR 116 C N° 71 A – 23
	El predio queda ubicado cerca al humedal de Jaboque en zona de amenaza por inundación.  

	LC 04-1-0372
	TV 3B ESTE Nº 31-44 SUR
	El predio se encuentra ubicado en el área de cerros. 

Los planos presentados no coinciden con lo existente en el terreno, se requiere estudio de suelos por la inclinación del terreno o pendiente. Riesgo de remoción en masa.

	LC 041-0411
	Cll 71 C No. 111 A – 51
	El predio queda ubicado cerca al humedal de Jaboque, en zona de amenaza por inundación.  En concepto de la EAAB se dice que no se encuentra localizado dentro de la zona de ronda hidráulica y zona de manejo y preservación ambiental del humedal de jaboque.


Estas observaciones fueron comunicadas al Curador Urbano No. 1, mediante Informe Preliminar radicado con oficio No. 37000-12973  de fecha 10 de junio de 2005,  al cual da respuesta según oficios 0514088/97 del día 15 de junio de 2005.

No obstante, por la importancia del tema y el considerar casos específicos de licencias a predios al interior de los Cerros Orientales de Bogotá amparadas con la Resolución No. 420 del DAPD mediante la cual se incorporaron áreas al perímetro urbano sin la previa sustracción de la Reserva Forestal Protectora por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, entre otras; una vez analizadas las respuestas aportadas por el Curador No.1, este Órgano de Control considera la necesidad de realizar un Estudio Sectorial, que permita evaluar las licencias de Urbanismo y Construcción otorgadas por los Curadores Urbanos de la Ciudad que pudieran afectar la Estructura Ecológica Principal del Distrito Capital. Razón por la cual, en este momento no se hace alusión a estos presuntos hallazgos, los que serán motivados y estructurados en su momento dentro del Estudio Sectorial a abordar en la Dirección de Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá.     

3.3.2.2 Evaluación a otras Licencias de Construcción

En año 2004, las Curadurías Urbanas de Bogotá licenciaron un total de 6’294.191 metros cuadrados, incluidas todas las modalidades de licencia de construcción. Para solo la modalidad de obra nueva, el área licenciada fue de 5’485.786 metros cuadrados, que equivalen al 87.2%; de los que 417.459,62 metros pertenecen a la Curaduría No.1.

La Curaduría Urbana No.1 expidió un total de 757 Licencias de Construcción durante la vigencia del año 2004, correspondientes a 417.459,62 metros cuadrados para la modalidad de obra nueva; en la presente auditoría teniendo en cuenta el criterio de selección de mayor representatividad (obras mayores a 1.000 metros), se revisaron 51 expedientes de Licencias, que equivalen a 225.773,37 metros cuadrados; por tanto la muestra evaluada cubrió el 54% de los metros cuadrados licenciados por la Curaduría No.1 en la vigencia fiscal 2004.

Observaciones generales: 

Las siguientes observaciones fueron comunicadas al Curador Urbano No.1, mediante Informe Preliminar radicado con oficio No. 37000-12973 de junio 10 de 2005, al cual dio la respuesta según oficios  0514088/97 del día 15 de junio del año en curso, una vez analizadas quedan en firme como hallazgos administrativos: 

4. Los formularios de solicitud de licencias son radicados sin el lleno de los documentos requeridos en forma completa, permitiendo que estos se anexen posteriormente dentro del tiempo del trámite de expedición de la misma, propiciando con ello la dilación del plazo para adelantar el trámite.

4. El tiempo que utiliza la Curaduría Urbana No.1 en la expedición de las Licencias, oscila entre uno (1) y siete (7) meses, superior a lo señalado en el artículo 18 del Decreto 1052 de 1998, que es de 45 días hábiles prorrogable por una sola vez hasta por la mitad del tiempo; no existe un promedio válido para este procedimiento, por cuanto este varía de acuerdo a la complejidad del proyecto o la demora en la entrega de los documentos por parte de los solicitantes.

4. A partir del año 2004, por determinación del DAPD se estableció un formulario único para la solicitud de Licencias, en el cual se obvió información y documentación que anteriormente requería el Curador No.1 que propendía por un mayor control y precisaba términos para la entrega de documentos soportes.

4. La evaluación estructural de las solicitudes de Licencias, es validada mediante un memorando estructural, el cual es firmado en su mayoría por el Ingeniero Juan Tamasco quien en representación de la Firma Diseños & Sistemas es contratado por la Curaduría No.1 para realizar esta labor. Sin embargo en la revisión efectuada a los expedientes de la muestra de auditoría, se constató que este Ingeniero también realiza estudios y cálculos estructurales de los proyectos presentados para solicitud de licencias, actuando en estos casos como representante de los usuarios; esta doble actuación hace presumir un procedimiento falto transparencia y equidad.     

4. De las solicitudes radicadas ante la Curaduría, se determinó que algunos documentos no contienen la información y especificaciones detalladas del proyecto estructural, necesarios para una evaluación ágil, soportada y válida. 

Analizadas las respuestas del Curador Urbano no se desvirtúan las afirmaciones de la Contraloría, por lo tanto la entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

Observaciones Puntuales:

Sobre la muestra de 51 expedientes de Licencias de Construcción, modalidad obra nueva, ampliación demolición, modificación, relacionadas en el Anexo 1, se realizó evaluación a los documentos que reposan en el archivo Central del DAPD y para el caso que se consideró necesario, el examen incluyó visita de inspección ocular a los predios y obras objeto de las licencias, de los que plantearon las siguientes observaciones, que fueron comunicadas al Curador Urbano No.1, mediante Informe Preliminar radicado con oficio No. 37000-12973 de junio 10 de 2005, al cual dio la respuesta según oficios  0514088/97 del día 15 de junio del año en curso, una vez analizadas quedan en firme como hallazgos administrativos, aquellos a los que no fue aceptada la respuesta:
4. Construcción: Carrera 3 A  No. 76 - 06/58/62
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Carrera 3 A  No. 76 - 06/58/62 - En este sector se  aprueba licencia de construcción, para Vivienda multifamiliar, 20 unidades de vivienda, estrato 6. Para la ejecución de este proyecto, el DAMA autorizó mediante resolución, la tala de 22 árboles, especie ciprés, y establece como medida de compensación entregar al DAMA 110 árboles nativos, con una altura mínima de 1,50 mts. El Constructor interpone recurso de reposición a la resolución emitida por el DAMA, la cual una vez estudiada se confirma en todas sus partes.

En visita efectuada al predio, se constató que efectivamente se realizó la tala de los 22 árboles, y la reposición que ordena la resolución del DAMA, según el Ingeniero residente de la obra, se plantarán una vez se  concluya el proceso de construcción.

En el expediente, únicamente reposa un memorando estructural en donde se concluye que el proyecto cumple con la norma sismorresistente. 

De acuerdo a la revisión efectuada en obra, y según declaración dada por los constructores, la amenaza por remoción tenia su mayor efecto durante las etapas de excavación y construcción de la cimentación de las torres de apartamentos; etapas que dentro de la construcción del proyecto ya fueron ejecutadas. Durante la cimentación se presentó la necesidad de utilizar cargas explosivas para adecuar el área del terreno y las necesidades de la cimentación.

En este caso se evidenció la falta de documentos válidos y suficientes como soporte técnico para la expedición de la licencia. 

Analizadas la respuesta, se acepta  por cuanto como lo menciona el Curador en su informe, este Ente de Control, no evidencio dentro del expediente el memorando citado y pero del cual fue aportada copia en la respuesta al informe.

4. Construcción: Calle 119 No. 0 - 50.
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Construcción: Calle 119 No. 0 - 50.
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Calle 119 No. 0 - 50. Se concede licencia de Construcción vivienda multifamiliar, 14 unidades de vivienda. En la revisión de los planos, se constató que los aislamientos  entre torres presentan diferencias respecto a lo descrito y aprobado en la licencia de construcción.

De acuerdo a lo establecido en la licencia de construcción No. 04-1-0013 del 16 de enero de 2004, se aprueba la construcción de la III etapa, que corresponde a 21 unidades habitacionales de la torre Alicante; esta torre se construyó de acuerdo con la altura permitida dejándose los correspondientes aislamientos.

La licencia de urbanismo fue expedida mediante resolución No. 030145 del 21 de septiembre de 2000, por la Curaduría Urbana No.3, dentro de los considerandos de la licencia, figura que se hace parte en el proceso, el colegió vecino Gimnasio de los cerros, el cual solicita explicación, respecto a la quebrada que bordea el lote por el costado sur. El Curador, manifestó que de acuerdo al plano topográfico, no aparece la supuesta quebrada y no existe afectación por parte del EAAB alguna, por lo tanto concede la licencia de Urbanismo. 

Al efectuar la revisión a los estudio de suelos, entregados para la solicitud de la licencia de Construcción ante la Curaduría No.1 y elaborados por la firma Víctor Romero y Cia. Ltda., se constató que se hace mención a una quebrada, la cual se recomienda, integrar al paisaje del proyecto pero dejando su cauce siempre libre de obstáculos y con mantenimiento permanente. 

Se reviso en los planos del archivo del DAPD, encontrando la existencia de la quebrada; situación corroborada por el equipo auditor en visita al predio, quebrada que fue integrada al paisaje, respetándose su cauce; este fue objeto de una adecuación por parte de la constructora y se le dio un tratamiento especial.

La Curaduría urbana No.3, expidió la licencia de urbanismo sin tener en cuenta la existencia de la quebrada, posteriormente, la Curaduría urbana No.1, prorroga la licencia de urbanismo por dos años más, sin la debida referenciación en el plano de localización de la quebrada.

Dentro de la revisión al expediente, se encontró un oficio radicado ante la Curaduría, por un trabajador de la constructora, en el cual hace mención a una serie de irregularidades que se han cometido por parte de la constructora y solicita reserva en la identidad. Al día siguiente, el quejoso, envía nuevamente un oficio a la Curaduría, mediante el cual desiste de todo lo expuesto en el oficio anterior.

De las irregularidades denunciadas por el particular, no se corrió traslado a la autoridad competente de vigilancia y control.

Cabe anotar que de estos proyectos que se están construyendo sobre los cerros orientales, la Subdirección de Análisis Sectorial, de la Dirección de Recursos Naturales y Medio Ambiente de la Contraloría de Bogotá, se encuentra adelantando un estudio de impacto ambiental.

En el proceso surtido para las licencias precitadas se observa que desconoció la existencia de la quebrada, excusándose en una comunicación de la EAAB, no obstante contar con medios idóneos para su comprobación como son los archivos del DAPD y la inspección ocular al predio.  Se demuestra que para estos casos el Curador debe proceder con más cautela y extender el análisis del proceso de licenciamiento a otras actividades que garanticen la defensa de la estructura ecológica principal.

Analizadas las respuestas, se aceptan los argumentos planteados por la Curaduría Urbana No, 1, sin embargo se debe remitir el hecho irregular a la alcaldía local y Personería de Bogota, por ser su competencia, la vigilancia y control de las obras que se adelantan en el Distrito

4. Calle 21 No. 69 - 52/60/61. 
En el estudio de suelos en el capítulo de cimentación, figura una cimentación zapatas aisladas para columnas y en los planos estructurales no se encontró el diseño de zapatas y su localización.

El área que figura en la planta general de planos estructurales no corresponde al área que está en planos arquitectónicos. La piscina de contención de líquidos, que figura en los planos arquitectónicos, no está acorde con los planos estructurales.

Se aprueba licencia de construcción, modalidad ampliación en un proyecto que presenta inconsistencias en los planos, los cuales son parte fundamental para la construcción.

Analizadas la respuesta, queda en firme el hecho irregular, por cuanto el Curador acepta la observación. Por lo anterior la entidad deberá tomar las acciones correctivas, las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

4. Construcción: Carrera 46A No. 133 A - 22/46
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· Carrera 46A No. 133 A - 22/46. En la revisión efectuada a los planos, se encontró que: En la planta arquitectónica  2o. Piso,  figura columna en el eje B-7 y en planta estructural no existe esta columna. La dimensión de las columnas que se encuentran en los ejes 1,2,3 y ejes G, H,  l, plano cimentación, no concuerdan con la dimensión que figura en la planta arquitectónica. El plano estructural de 1er. piso, no corresponde al plano Arquitectónico en el cruce ejes 7-A.

Mediante Resolución No. 04-1-0170 del 17 de septiembre de 2004, se otorga licencia de construcción en la Modalidad Obra Nueva, para la Torre No. 4, Interior No. 4, III Etapa de construcción, de la Agrupación de Vivienda san Rafael, con las siguientes características básicas:  

Uso: Vivienda Multifamiliar.

No. unidades: 20

Etapas de Construcción:1

Numero de edificios:1

Primer piso equipamento comunal y estacionamientos: No

Área bajo cubierta inclinada: 

No. Semisótano: 1

No. de niveles No Habitables: -

Pisos habitables: seis (6).

Total niveles: siete (7)

Altura en metros: 18

“En Nota (*2): De los 66 estacionamientos proyectados dentro de los limites de la III etapa de construcción para la Torre No. 4, se proyectan los siguientes estacionamientos: diecisiete (17) en primer piso, y diecisiete (17) en semisótano, de los cuales uno corresponde para minusválidos, los restantes treinta y dos (32) se encuentran proyectados dentro de los limites de las Torres 5 y 6”.

Como se puede observar, el texto inicial, no concuerda con lo estipulado en la nota (*2) ni en los planos que reposan en el expediente, en lo relacionado a estacionamientos primer piso. En Conclusión lo aprobado en la licencia no concuerda con lo proyectado en planos,  ni con lo construido.

Efectuada la visita al predio, se pudo observar que se encuentra en construcción la tercera etapa, al solicitar la licencia de construcción correspondiente, no fue entregada; según los responsables de la construcción, debido a que se encontraba en proceso de obtención de la modificación efectuada a la licencia de construcción, la cual fue radicada ante la Curaduría en el mes de abril de 2005.

Como se evidencia, la construcción se está adelantando sin la debida modificación a la licencia de construcción, hecho que debe ser comunicado a la Alcaldía Local correspondiente.

Analizadas las respuestas, queda en firme el hecho irregular, por cuanto el Curador acepta lo expuesto por la Contraloría, sin embargo, no se anexan al informe de respuestas, las resoluciones y modificaciones que señala en el texto,  Por lo anterior la entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

4. Hallazgo administrativo de carácter disciplinario: Calle 125   No.  37  -  52
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· Calle 125   No.  37  -  52. Según consta en el expediente, se aprobó el Memorando Estructural el 2 de abril de 2004, sin embargo, los planos estructurales una vez corregidos son radicados en la Curaduría el 16 de abril de 2004, 14 días después de aprobado el estudio estructural, siendo los planos estructurales y arquitectónicos parte fundamental de la Licencia.

Para la solicitud de propiedad horizontal no se presentaron los planos aprobados por la curaduría, sin embargo se aprueba así, el cuadro de áreas y propiedad horizontal. 

El parqueadero No.13 tiene de ancho 2,10 mts. El acceso a estacionamientos según planos es de 3,40, medido desde el eje columna, el espacio real entre cara de columna es de 3,10 mts. Incumpliendo lo estipulado en el decreto 1108 de 2000, artículos 7 y 8.

Analizada la respuesta, queda en firme el hecho irregular relacionado con el ancho mínimo de acceso a estacionamientos que exige la norma. Constituyéndose  un Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación. Alcaldía Local y Personería de Bogotá

La entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

4. Construcción: Calle 104  No.  22  - 78
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· Calle 104  No.  22  - 78.  La circulación vehicular en el eje "c" 4-3 es de 5,25 según los planos arquitectónicos, pero en planos estructurales esta circulación corresponde a 4,77 metros. Los planos arquitectónicos, no corresponden a los estructurales, pues se presentan diferencias en las cotas, y no se da cumplimiento a la norma mínima sobre áreas de maniobra para vehículos livianos, según Decreto 1108-2000. 

De la visita efectuada el predio, para corroborar lo mencionado anteriormente, no fue posible tener acceso a la edificación, en virtud a que el edificio ya fue entregado al consejo de administración y este no dio autorización para efectuar la correspondiente verificación. 

Analizadas la respuesta, queda en firme el hecho irregular, por cuanto el Curador acepta la observación y solicitara modificar los planos al titular de la Licencia. Por lo anterior la entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

4. Diagonal  136  No. 28 A  -  53/65.  

El ancho de parqueos entre columnas es de 2.00 mts., el área de maniobra es de 4.7 mts, siendo de doble crujía el parqueadero. Se observa incumplimiento de la norma, respecto  a las áreas de maniobra para vehículos livianos.

Analizadas la respuesta, se aceptan los argumentos expuesto por el Curador Urbano No.1.

4. Calle 125 No. 53-51/39  El proyecto está aprobado para dos lotes, según plano de localización de la licencia de construcción, se aprueban dos pisos, siendo el primero doble altura. 

El proyecto estructural y memoria de cálculos fue elaborado por la firma Diseños y Sistemas y firmado por el Ingeniero Juan Tamasco, el cual en la gran mayoría de licencias expedidas por la Curaduría No.1, certifica como representante legal de la firma mencionada, que los planos estructurales del proyecto, fueron elaborados de acuerdo a las normas colombianas de diseño y construcción sismo- resistente. Decreto 1052, articulo 15, decreto 33 de 1998, decreto 074 de 2001. 

Calle 125 No. 53-51/39
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Efectuada la visita al predio, se pudo observar lo siguiente: Se encontró que en la construcción actualmente funciona un billar en el segundo piso y existen dos locales vacíos. En uno de los locales se anuncia que próximamente se abrirá un negocio de venta de cerámicas para construcción. En el segundo local vació al parecer existió un negocio de venta de automóviles.

En la licencia de construcción, se aprobó expresamente, el uso comercial para el negocio de venta de automóviles, lo cual es contrario a los usos comerciales que se piensan adecuar.

Por otra parte se observó que la longitud del frente de la construcción no corresponde con la información de linderos que figura en el plano de localización adjunto a la licencia de construcción. Al parecer únicamente no fueron intervenidos los dos lotes para los cuales se aprobó la licencia, sino tres lotes como se puede evidenciar en la fotografías.

El plano de localización, señala un frente de 26 mts., dicha distancia coincide con la longitud del local donde funciona un negocio de venta de automóviles y la puerta de ingreso al billar que funciona en el segundo piso. 

Como se puede observar en la fotografía, en el volumen donde se encuentra ubicado el acceso al sótano, parece que existieran tres pisos construidos y solamente fueron aprobados dos,  el uso destinado al segundo piso, no cumple con lo aprobado en la licencia.

El sótano planteado, sirve a los dos locales comerciales, lo cual evidencia que es una sola construcción y la licencia expedida por la Curaduría No.1 solo corresponde al local relacionado con venta de vehículos y billares.

Por lo anterior, se debe comunicar a la alcaldía local, con el fin de constatar mediante qué licencia fue construido el local anexo y si se está cumpliendo con lo aprobado en la licencia de construcción respecto a número de pisos aprobados y aislamientos posteriores.

Igualmente en un requerimiento efectuado por la Curaduría de fecha 29 de septiembre de 2003, se menciona que: “El antejardín debe ser tratado como zona dura arborizada y desarrollarse a nivel con el anden. No se permite la localización de estacionamientos en estas áreas”. 

Como se evidencia en la fotografía no existe en el antejardín zona arborizada, solo se trata de zona dura que permite el parqueo de vehículos.

Otro de los puntos que figura en el requerimiento relacionado con altura, es el siguiente: “Se permite altura máxima de dos pisos, el proyecto en una parte tiene tres pisos”, esta observación fue subsanada por el titular de la licencia y se aprobaron los planos con la altura permitida, pero al parecer, al efectuar la construcción, modifican los diseños aprobados y se construye otra cosa.

Analizadas la respuesta, se acepta el argumento expuesto por el Curador en lo referente a los estudios estructurales.

En cuanto a las irregularidades encontradas en la visita a la obra, se dará traslado de los hechos irregular a la Alcaldía Local y Personería de Bogotá.

4. Hallazgo administrativo de carácter disciplinario: Carrera 81 I No. 55ª-90 sur.  

En la Resolución No. 04-1-0155, mediante la cual se aprueba licencia de construcción y urbanismo, en artículo 7 Normas Urbanísticas y Arquitectónicas, figura:

  2.5  Estacionamientos: 
Privados: Un (1) cupo por cada 120M2.





Visitantes: Un (1) cupo cada 300 M2.

Área de cargue y descargue: Un (1) cupo por 
cada 500 M2 de construcción con 
dimensiones de 3.0*10 mts.

          En el capitulo III. DEL PROYECTO ARQUITECTONICO Y DE LA LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN.


En  el numeral 5, Estacionamientos, reposa lo siguiente:


Privados: Catorce (14) cupos.


Cargue y Descargue: Cinco (5) cupos.


Visitantes: Siete (7) cupos.

Como se puede observar, no se da cumplimiento a lo establecido en el artículo 7, normas urbanísticas y arquitectónicas, en lo referente  a estacionamientos privados y visitantes, los cuales según área en m2, corresponden a (8) residentes y seis (6) visitantes.

Analizada la respuesta, queda en firme el hecho irregular por cuanto no se da cumplimiento a la normatividad en lo que se refiere a la obligación de cupos de estacionamientos reglamentados por Acuerdo 6 de 1990, Decreto reglamentario 735 de 1993 y Decreto 321 de 1992. 

Lo anterior por cuanto el Uso aprobado mediante la Resolución No. 04-1-0155 de 25 de agosto de 2004, es  “Comercio Zonal II B – Bodega de Almacenamiento” y   según la  respuesta dada por el Curador urbano, los cupos de estacionamientos aprobados se refieren a la normatividad exigida para Uso Comercial Clase II-C. No se dio, por lo tanto, cumplimiento a la exigencia de cupos de estacionamientos que debía contemplar el proyecto en mención. Constituyéndose en un Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación. Alcaldía Local  y Personería de Bogotá

La entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

4. Hallazgo administrativo de carácter disciplinario: Carrera 15 No. 90-01/13/17. 

La solicitud de licencia de construcción, modalidad ampliación, modificación, fue radicada el 23 de octubre de 2003, y expedida por parte del Curador el 8 de marzo de 2004, incumpliéndose lo establecido en el Decreto 1052 de 1998, articulo 18. 

Analizada la respuesta, queda en firme el hecho irregular, por cuanto los documentos soportes que obran dentro del expediente, demuestran lo contrario , el memorando estructural fue emitido el 14 de noviembre de 2003, lo que quiere decir que el proyecto fue avalado estructuralmente, sin haberse radicado de forma completa la solicitud como lo expresa en la respuesta, adicional a esto, no se aportan dentro del informe las pruebas suficientes, que confirmen se dio cumplimiento a los términos establecidos por la ley. Constituyéndose  en un Hallazgo Administrativo de Incidencia Disciplinaria a la luz de la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Órgano de Control, que debe ser puesto en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación. Alcaldía Local  y Personería de Bogotá

La entidad deberá tomar las acciones correctivas las cuales se suscribirán dentro de un plan de mejoramiento.

3.3.2.3 Impuesto Delineación Urbana
Con fundamento en la Resolución Reglamentaria 036 del 17 de junio de 2003 “Por la cual se adopta el Manual de Fiscalización para Bogotá “MAFISBO” versión 2.0”, expedida por este Organismo de Control, los siguientes hechos irregulares  constituyen Hallazgos Fiscales, dado el detrimento patrimonial  causado al Distrito Capital, con ocasión de las sumas de dinero dejadas de cancelar por concepto del Impuesto de Delineación Urbana a que están obligados los titulares de las licencias de  construcción, expedidas por los Curadores urbanos con jurisdicción en el Distrito Capital:

4. Hallazgo Administrativo de incidencia Fiscal relacionado con detrimento patrimonial causado al Tesoro Distrital, con ocasión del no pago del valor que realmente corresponde por concepto del Impuesto de Delineación Urbana, dada la diferencia que ocurre entre el área construida y la que aparece en la Licencia de Construcción. 

Sobre el particular, es oportuno señalar, que el Impuesto de Delineación Urbana  fue autorizado por la Ley 97 de 1913, el Decreto 1333 de 1986 y el Decreto Ley 1421 de 1993

En efecto, la Ley 97 de 1913, en su artículo 1º dispone que el Concejo Municipal de la ciudad de Bogotá, puede crear libremente los siguientes impuestos y contribuciones, además de los existentes hoy legalmente; organizar su cobro y darles el destino que juzgue más conveniente para atender los servicios municipales, sin necesidad de previa autorización de la Asamblea Departamental: g) el impuesto de delineación en los casos de construcción de nuevos edificios o refacción de los existentes.
Por su parte el Decreto Ley 1333 de 1986, en su artículo 233 prevé:

Los concejos municipales y el Distrito Especial de Bogotá pueden crear los siguientes impuestos, organizar su cobro y darles el destino que juzguen más conveniente para atender los servicios municipales: …b) impuesto de delineación en los casos de construcción de nuevos edificios o de refacción de los existentes.

A nivel Distrital, el citado impuesto fue adoptado por el Acuerdo 20 de 1940 con las modificaciones introducidas por el Decreto No. 1421 del 21 de Julio de 1993
, artículo 158 y por el Acuerdo 28 de 1995, el cual en su artículo 9º señaló que el hecho generador de este impuesto es la expedición de la licencia para la construcción, ampliación, modificación, adecuación u reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital y que el mismo debía acreditarse en el momento de la expedición de la licencia.

Mediante Decreto 352 del 15 de agosto de 2002, “Por el cual se compila y actualiza la normativa sustantiva tributaria vigente, incluyendo las modificaciones generadas por la aplicación de nuevas normas nacionales que se deban aplicar a los tributos del Distrito Capital, y las generadas por acuerdos del orden distrital”, el Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, en los artículo 70 a 78, reglamentó todo lo relativo al impuesto de delineación urbana, señalando de manera expresa que el hecho generador de esta clase de impuesto es la expedición de la licencia para la construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital de Bogotá. (art. 71)

Dispone la citada norma que el sujeto activo de esta clase de impuestos, es el Distrito Capital de Bogotá, y en él radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro.

De conformidad con el precitado Decreto, en concordancia con lo normado en el artículo 8º del Decreto 1052 de 1998 en el que se prevé que no solamente podrán ser titulares de licencias los titulares de derechos reales principales, sino también los poseedores, los propietarios del derecho de dominio a título de fiducia y los fideicomitentes de las mismas fiducias, de los inmuebles objeto de la solicitud, es sujeto pasivo del Impuesto de Delineación Urbana todo aquel que conforme a la ley pueda ser igualmente titular de las correspondientes licencias. 

Ahora bien, según lo previsto en el artículo 77 del mencionado Decreto la tarifa del impuesto de delineación urbana es del 2,6% del monto total del presupuesto de obra de construcción, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 158 del Decreto Ley 1421 de 1993.

Conocida la tarifa que se debe aplicar para determinar el valor del impuesto a pagar por este concepto, resulta prioritario conocer qué dispone la norma para determinar la base gravable a la cual se le aplique la tarifa señalada, siendo pertinente tener en cuenta que de conformidad con lo indicado en el artículo 75 del citado decreto, la base gravable es el monto del total del presupuesto de obra o construcción, disponiendo al efecto que la “entidad distrital de planeación fijará mediante normas de carácter general el método que se debe emplear para determinar este presupuesto.” Señalando a renglón seguido en el artículo 76 que la misma entidad podrá establecer precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato.

A pesar de lo anterior, el Departamento de Planeación Distrital no ha expedido acto administrativo alguno con posterioridad a la vigencia del Decreto 352 del 15 de agosto de 2002, en la cual se establezca precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato para efectos del impuesto de delineación urbana. 

Si bien es cierto que este Departamento expidió con anterioridad al precitado Decreto la Resolución 1291 del 8 de octubre de 1993, por medio de la cual se fija el método para determinar el presupuesto de la obra que sirve de base para liquidar el impuesto de delineación urbana, también lo es, que este acto administrativo de manera general dispone que el presupuesto de la obra de construcción para liquidar dicho impuesto será el que resulte de sumar el costo estimado de mano de obra, adquisición de materiales, compra y arrendamiento de equipos y, en general, todos los gastos y costos diferentes a la adquisición de terrenos, financieros, impuestos, derechos por conexión de servicios públicos, administración, utilidad e imprevistos, sin ocuparse de manera particular de establecer precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato para cada uno de los ítems a tener en cuenta en la determinación de dicho presupuesto.

Luego, si la administración no ha establecido precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato, en orden a que los sujetos pasivos del impuesto tengan en cuenta estos parámetros al momento de determinar la base gravable, significa que la determinación del presupuesto de la obra en la actualidad está al arbitrio del obligado al pago del impuesto, quienes determinan el presupuesto de obra y para el efecto estiman los costos de mano de obra, adquisición de materiales, compra y arrendamiento de equipos, excavación, preparación de terrenos y construcción de la edificación etc., toda vez que a la fecha el Departamento Administrativo de Planeación Distrital no ha determinado cuáles son los costos mínimos que deben tener en cuenta los titulares de las licencias a efectos de que éstos establezcan el monto total del presupuesto, el cual constituye como anteriormente se dijo, la base gravable del Impuesto de Delineación Urbana.   

De conformidad con lo normado en el artículo 73 del Decreto 352 de 2002, el Distrito Capital al ser el sujeto activo del impuesto en estudio, la ley le ha otorgado las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro. 
No obstante lo anterior, se evidenció que revisadas 51 Licencias de las expedidas por la Curaduría Urbana No.1, las siguientes seis (6)  Declaraciones de Autoliquidación del Impuesto de Delineación Urbana presentadas por los particulares, como requisito para la expedición de la respectiva licencia, el área construida consignada en este documento, no corresponde a la que aparece en el Acto Administrativo mediante el cual el Curador Urbano otorgó  la respectiva Licencia de Construcción. Inconsistencia que se dio respecto a los predios que a continuación se señalan:

	No.


	DIRECCION


	TITULAR LICENCIA


	ESTRATO


	USO


	AREA M2 – IMPUESTO


	AREA M2- LICENCIA CONSTRUCCION

	1
	Carrera 10 No. 11-45/47/53/55/61/67/73/77/85
	Comercializadora Kaisser S.A.
	3
	Comercio Oficinas
	1007,99
	1068,89

	2
	Calle 75 No. 59A-10
	Tescotur Ltda.
	3
	Comercio
	1572,3
	1652,8

	3
	Carrera 46ª No. 133A-22/46
	Sociedad Inversiones La Aguadija S.A.
	4
	Residencial
	2695,09
	2713,09

	4
	Calle 125 No. 37-52
	Constructora Marco Ltda.
	5
	Residencial
	1239,38
	1844,78

	5
	Carrera 7 No. 144-80 I etapa
	Promotores Urbanos S.A.
	6
	Residencial
	6129,72
	6822,6

	6
	Carrera 81 No. 55A-50 sur
	Distribuciones y Empaques Ltda.
	0
	Bodega- Industrial
	1794,97
	1796,96


En el presente caso, el hecho generador del Hallazgo Fiscal formulado, lo constituye la irregularidad en que incurrieron los citados sujetos pasivos del  Impuesto de Delineación Urbana, quienes calcularon el presupuesto de obra
  con base en un área menor de construcción a aquella que realmente fue autorizada por el Curador Urbano. Conducta con ocasión de la cual se causó daño patrimonial al Tesoro Distrital el que en el presente caso,  asciende a $19,6 millones a causa del  valor dejado de pagar por los titulares de las licencias otorgadas.
Valor del detrimento que resulta de dividir el valor del presupuesto de obra estimado por el titular de la licencia entre el área de construcción declarada, operación que arroja el valor del metro cuadrado de construcción. Valor del metro cuadrado resultante que multiplicado por la diferencia de área dejada de declarar da cuenta del monto del presupuesto de obra que en cada uno de los casos no tubo en cuenta el titular de la licencia en la liquidación del impuesto, al que se le aplica la tarifa del 2.6% prevista por la citada norma.

En el Cuadro Anexo No. 3, se señala de manera separada el valor dejado de percibir por el Distrito Capital por concepto del Impuesto de Delineación Urbana, a causa de la inexactitud en que incurrieron los obligados al mismo.

4. Hallazgo Administrativo de incidencia Fiscal relacionado con detrimento patrimonial causado al Tesoro Distrital, con ocasión del no pago del valor que realmente correspondía por concepto del Impuesto de Delineación Urbana, a causa de la diferencia del valor del presupuesto de obra o construcción registrado en el formato de solicitud de expedición de las licencias y el declarado en el Formulario Único del citado impuesto.

Otro hecho irregular, generador de Hallazgo Fiscal lo constituye la inconsistencia  en que incurrieron los titulares de las licencias al registrar un valor del presupuesto de obra o construcción en el formato de solicitud de licencia que hace parte de la licencia que otorgó el Curador Urbano, el cual es superior al registrado en el Formulario Único del Impuesto de Delineación Urbano. Monto total del  Presupuesto que de conformidad con el Artículo 75 del Decreto 352 de 2002 constituye la base gravable para su liquidación.

Conducta con ocasión de la cual se causó daño patrimonial al Tesoro Distrital el que en el presente caso,  asciende a $26.0 millones a causa del  valor dejado de pagar por los titulares de las licencias otorgadas.
La irregularidad señalada fue evidenciada en relación con los cinco (5) predios a los cuales se les otorgó la correspondiente licencia, señalados en el Cuadro Anexo No. 4. Conducta con ocasión de la cual se causó daño patrimonial al Tesoro Distrital el que en el presente caso,  asciende a $26.0 millones a causa del  valor dejado de pagar por los titulares de las licencias otorgadas.
Valor del detrimento que resulta de aplicar la tarifa del impuesto prevista en el artículo 77 del citado Decreto al monto del presupuesto de obra registrado en la correspondiente solicitud de licencia de construcción, lo cual arroja el valor del impuesto que realmente debió cancelar el sujeto pasivo del mismo.

La diferencia entre el valor que realmente correspondía cancelar con el declarado en el Formulario Único de Impuesto de Delineación Urbana, es el valor dejado de percibir por el Tesoro Distrital en cada uno de los casos indicados en el Cuadro Anexo No. 4.  

En efecto, en el presente caso el daño patrimonial tiene lugar toda vez que aún teniendo en cuenta el valor total del presupuesto de obra o construcción señalado por el mismo titular de las licencias de construcción en el formato de solicitud de las mismas, en ausencia de precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato establecidos por la Administración Distrital, toda vez que los sujetos pasivos del Impuesto de Delineación Urbana declaran ante la Dirección de Impuestos Distritales  valores de presupuestos de obra inferiores a los dados a conocer ante el mismo curador y a los que en la práctica realmente puedan corresponder, todo con el fin de cancelar bajas sumas por concepto de este impuesto.
Según las declaraciones tributarias adjuntas a las licencias de la muestra, el Organismo de Control observó que los valores asignados al metro cuadrado de construcción por los titulares de las obras, oscilan así: para el estrato 6, entre $160.000 y $728.000, aproximadamente; para el estrato 5, entre $167.000 y $405.000; y para estrato 4, entre $231.000  y  $602.000, como se indica en el Anexo 5.

En efecto, este Organismo de Control de manera general observa que a parte de la verificación del pago de las expensas al curador urbano por los trámites ante las curadurías urbanas y la remuneración a que es acreedor en el ejercicio de su función, estos particulares en cumplimiento de la función pública delegada no se ocupan de verificar que los sujetos pasivos del Impuesto de Delineación Urbana, cancelen al Estado el valor que realmente corresponde y hacen caso omiso a las inconsistencias en que incurren los titulares de las licencias en la determinación del presupuesto de obra o construcción que constituye la base gravable del mismo; quienes para efectos del cálculo de dicho tributo señalan una cifra inferior a la citada en la solicitud de expedición de las mismas y desde luego, a la que debe ser. 

Analizadas las razones expuestas por el señor curador con relación a los hechos irregulares detectados en relación con las inconsistencias que presenta la información suministrada por los interesados en las licencias por él otorgadas, requerida para la liquidación del citado impuesto, se tiene que las mismas no son de recibo y no excusan en manera alguna la gestión que sobre el particular adelantó, como quiera que de no haber sido por la forma en que actuó no se habría causado daño patrimonial al Distrito Capital.

Lo anterior, como quiera que el Artículo 54 del Decreto 1052 de 1998 de manera perentoria prevé:

 “Cuando los trámites ante las curadurías urbanas causen impuestos, gravámenes, tasas o contribuciones, los curadores sólo podrán darle continuidad al trámite cuando el interesado demuestre la cancelación de los correspondientes, impuestos, gravámenes, tasas o contribuciones.” (…)
Norma de rango superior a la Resolución No. 313 del 21 de marzo de 2003 y que de manera especial se ocupa de la reglamentación del ejercicio de la curaduría urbana, que de manera clara e inequívoca señala a los curadores urbanos la obligación de verificar el  cumplimiento de los requisitos establecidos por Ley para el otorgamiento de las correspondientes licencias de urbanismo o de construcción, dentro de los cuales obviamente está la información que en cada caso suministran los interesados tal como se exige en los formatos que los mismos deben diligenciar.

No puede resultar indiferente al curador las inconsistencias en que puedan incurrir los interesados en la expedición de las licencias, máxime en tratándose de áreas objeto de autorización, sobre las cuales liquidan las expensas que deben cancelar los particulares por los trámites surtidos ante el mismo, así como los presupuestos de obra con base en los cuales se liquida el citado impuesto.

De otra  parte, no es coherente para este Organismo de Control pensar que si con ocasión de la función pública delegada por el Estado, los curadores urbanos exigen que los interesados en las licencias aporten la información requerida, dentro de la cual está la señalada, los mismos sólo tengan en cuenta para efectos de conceder las mismas el área y dejen de lado lo relacionado con presupuesto de obra y demás información que se registra en los formatos de solicitud, los cuales también hacen parte de la licencia expedida.

Cuando la ley señala que los curadores urbanos sólo podrán darle continuidad al trámite cuando el interesado demuestre la cancelación de un impuesto, le obliga al particular en cumplimiento de la función pública que así se le ha delegado advertir las inconsistencias en que incurren los obligados de satisfacer la obligación a su cargo, como quiera que precisamente la misma le exige al particular demostrar, actuación que conlleva que otro verifique, examine y acepte el cumplimiento de lo exigido. Así las cosas, la acreditación del pago del Impuesto de Delineación Urbana, cuyo hecho generador lo constituye la expedición de la licencia  para la construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital de Bogotá, no es un mero requisito formal que debe pasar inadvertido ante los curadores urbanos.

Como quiera que el señor curador se limita a manifestar su intención de estar en disposición de coordinar con el Departamento de Planeación, la Secretaría de Hacienda y la Contraloría Distrital el adelanto de actuaciones que se consideren pertinentes para atender las situaciones que se vienen presentando, que son la  causa del detrimento ocasionado al Tesoro Distrital en razón a las inconsistencias en la información presentada por los titulares de las licencias otorgadas y en los eventos aquí señalados no se demuestra que puso en conocimiento de los mismos particulares y de las autoridades competentes dichas irregularidades, como lo exige la ley, se tiene que con su conducta ha contribuido en la ocurrencia del hecho irregular, generador de los hallazgos formulados.

De no haber sido por la omisión en que ha incurrido el señor curador, no se habría causado el daño patrimonial causado al erario distrital. Si bien es cierto no tiene la potestad fiscalizadora del impuesto, también lo es que si está obligado conforme lo señala la ley, a comunicar las irregularidades que advierta en relación con la información que deben suministrar los interesados en los trámites que se surten ante su Despacho.

Basta recordar, que de conformidad con las normas sustantivas tributarias, constituye inexactitud  toda aquella disconformidad en que incurra el sujeto pasivo en la liquidación y pago del mismo, la cual debe ser puesta en conocimiento de la Secretaría de Hacienda, Dirección de Impuestos Distritales, quien tiene a su cargo el ejercicio de dichas potestades, tendientes a hacer efectivos los Principios del Sistema Tributario de Equidad Horizontal o Universalidad, de Equidad Vertical o Progresividad y de Eficiencia en el Recaudo.

Finalmente, es oportuno señalar que según lo previsto en el artículo 6º de la Ley 610 de 2000, se entiende por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido, o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. 

Resarcimiento del daño, al cual deberán proceder todas aquellas personas que con su conducta dieron lugar a la producción del mismo y que realizaron la gestión fiscal encomendada en las circunstancias a que alude la norma antes citada y que será declarada, si a ello hubiere lugar, por la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva; dependencia a la que se le dará traslado de los hechos irregulares evidenciados, para efectos de la competencia asignada. 
4. ANEXOS

En el Cuadro Anexo 0 se identifican los hallazgos de auditoría, clasificados por tipo y carácter o incidencia, advirtiendo que todos los Hallazgos de hecho son de tipo administrativos, pero que algunos tienen adicionalmente otro carácter, y por este motivo serán reportados a la Dependencia correspondiente (Procuraduría, Fiscalía, Personería de Bogotá, Alcaldía, etc.)

CUADRO DE HALLAZGOS

ANEXO  0
	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS


	8
	N.A.
	3.3.2.2

(No. 1, 2, 3, 4, 5, 8, 9 y 11)

	FISCALES


	2
	$ 45.6  Millones
	3.3.2.3

(No. 16 y 17)

	DISCIPLINARIOS


	3
	N.A.
	3.3.2.2

(No. 10, 14, y 15)

	PENALES


	0


	0
	0

	TOTAL HALLAZGOS


	13
	$ 45.6 Millones
	0


N.A. = No Aplica
OTROS ANEXOS

	No.


	CONTENIDO DEL ANEXO

	ANEXO 1
	Muestra consolidada de expedientes evaluados

	ANEXO 2
	Valor metro cuadrado de construcción

	ANEXO 3
	Impuesto de delineación urbana dejado de pagar por liquidación de área menor a la real

	ANEXO 4
	Impuesto de delineación urbana dejado de pagar

	ANEXO 5
	Impuesto de delineación urbana dejado de pagar por la no expedición de la tabla de valores mínimos por el DAPD
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PARTICIPACIÓN EXPENSAS POR CURADURÍA

















�   Por la cuál se modifica la Ley 9ª de 1989 de Reforma Urbana


�   Decreto 619 de julio 28 de 2000 - Plan de Ordenamiento Territorial – POT -


� Decreto 159 de mayo 21 de 2004 – Por el cual se adoptan normas urbanísticas comunes a la reglamentación de las UPZ.


� ETAPA 1 – DOCUMENTO 1: “Antecedentes teórico-prácticos de la aplicación del principio de distribución equitativa de cargas y beneficios” Bogotá, Agosto 15 de 2003 Consultor del DAPD: Juan Carlos García Bocanegra 


� Artículo 39 de la Ley 388 de 1997 -Como Unidad de Actuación Urbanística se entiende el área conformada por uno o varios inmuebles, explícitamente delimitada en las normas que desarrolla el plan de ordenamiento que debe ser urbanizada o construida como una unidad de planeamiento con el objeto de promover el uso racional del suelo, garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas y facilitar la dotación con cargo a sus propietarios, de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos mediante reparto equitativo de las cargas y beneficios.


� Artículo 41 del Decreto 190 de 2004 - Condiciones para el otorgamiento de licencias de urbanismo.


� Artículo 8º Ley 388 de 1997 - Acción urbanística. La función pública del ordenamiento del territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo.


�  Parágrafo 1º  Artículo 5º Acuerdo 118 de 2003


�  Resoluciones del DAPD: 220 de abril de 22 de 2004, 385 de julio 15 de 2004 y 393 de 22 de julio de 2004. 


� Artículos 83 y 84 del Decreto 1052 de junio 30 de 1998 , por el cual se reglamentan las licencias de      construcción y urbanismo y Artículo 103 de la Ley 388 de 1997


� Artículo 86 del Decreto Ley 1421 de 1993 – Estatuto Orgánico del Distrito Capital 


� Decreto Número 1600 del 20 de Mayo de 2005�, Artículo 54, con el fin de asegurar el cumplimiento de las licencias urbanísticas y de las normas contenidas en el Plan de Ordenamiento Territorial


� Artículo 9º de la Ley 810 de 2003, mediante el cual se modificó el Artículo 101 de la Ley 388 de 1997, que en el numeral 6º dispuso que “(…) El alcalde municipal o distrital o su delegado permanente será la instancia encargada de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los curadores urbanos.” 


� Según Meter Brand en la estructura Ecológica Principal: Del Plan de Ordenamiento al Plan de Desarrollo del D.C. Fescol 2001.


� Hammen, T, V, Estructura ecológica Regional. CAR-Gobernación de Cundinamarca- U. Externado de Colombia y SOS Bogotá. 2000.


� MALDONADO Maria Mercedes. Lineamientos ambientales para el desarrollo urbano. Ministerio del medio Ambiente.2001


� Concepto que tuvo vigente hasta hace algunos años.


� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto del 3 de febrero de 2005, Consejero Ponente: Gustavo Aponte Santos.


� Concepto del Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil del 3 de Febrero de 2005


� Artículo 102 de la Ley 388 de 1997


� Según Meter Brand en la estructura Ecológica Principal: Del Plan de Ordenamiento al Plan de Desarrollo del D.C. Fescol 2001.


� Decreto No. 1421 del 21 de Julio de 1993 “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá” 


� Según el artículo 77 Decreto 352 de 2002, la tarifa del Impuesto de Delineación Urbana es del 2.6% del monto total del presupuesto de obra de construcción, en desarrollo de lo previsto en el artículo 158 del Decreto Ley 1421 de 1993. 





